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COMPETENCIA ECONÓMICA. LA FIJACIÓN DE MULTAS POR PRÁCTICAS MONOPÓLICAS
ABSOLUTAS CON BASE EN LOS INGRESOS ACUMULABLES NO CONSTITUYE UNA SANCIÓN
EXCESIVA.
  
  
Hechos: La entonces Comisión Federal de Competencia Económica inició una investigación por la
posible comisión de prácticas monopólicas absolutas en el mercado de comercialización y
distribución de gas licuado de petróleo. Seguido el procedimiento respectivo, dicha autoridad
determinó que la quejosa cometió las previstas en el artículo 53, fracciones I y III, de la Ley Federal
de Competencia Económica, por lo que la multó en términos del diverso 127, fracción IV, de la
mencionada ley –en su texto anterior a la reforma publicada el 16 de julio de 2025– tomando como
parámetro para la determinación de la sanción un porcentaje de sus ingresos acumulables.
La persona moral sancionada promovió juicio de amparo indirecto en el que cuestionó la
constitucionalidad de este último artículo por considerar que transgredía el artículo 22 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El Juzgado de Distrito declaró infundados
los conceptos de violación. Contra esa determinación la quejosa interpuso recurso de revisión.
 
Criterio jurídico: El artículo 127, fracción IV, de la Ley Federal de Competencia Económica –en su
texto anterior a la reforma publicada el 16 de julio de 2025– no transgrede el artículo 22
constitucional, porque no prevé una sanción excesiva o desproporcional, ya que los ingresos
acumulables constituyen un parámetro objetivo y razonable para la cuantificación de multas por
prácticas monopólicas.
 
Justificación: Las prácticas anticompetitivas o monopólicas responden al propósito fundamental de
los agentes económicos de incrementar sus beneficios. En el derecho de la competencia se asume
que las empresas actúan para maximizar sus utilidades, de modo que los acuerdos colusorios y
demás conductas anticompetitivas constituyen estrategias orientadas a obtener ganancias
superiores a las que resultarían en un escenario de libre competencia.
Los ingresos acumulables son aquellos que deben sumarse para determinar la base del impuesto
sobre la renta, por lo que constituyen un indicador de la capacidad económica de una persona física
o moral. Dichos ingresos se vinculan directamente con el beneficio económico que un agente
obtiene al realizar actividades económicas, incluidas las prácticas anticompetitivas. Si tales
conductas buscan incrementar los ingresos o elevar la riqueza del agente económico, resulta
evidente la relación causal entre la realización de esas prácticas y el aumento de su patrimonio
mediante la obtención de ingresos. Por tanto, sí existe una relación causal entre la realización de
una práctica anticompetitiva y el concepto de ingresos acumulables.
En síntesis, los ingresos acumulables constituyen un parámetro objetivo pues son una referencia
regulada en la Ley del Impuesto sobre la Renta, reportada por el propio contribuyente y
representativa de su capacidad contributiva y de su relevancia económica en el mercado.
Considerar los ingresos acumulables como parámetro para fijar la cuantía de una multa en materia
de competencia económica es razonable porque refleja la capacidad económica del infractor y
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asegura un efecto disuasivo real. Si bien aquéllos pueden incluir recursos que no provienen
directamente de la conducta ilícita, ello no invalida su idoneidad como parámetro sancionador, pues
el artículo 22 de la Constitución Federal no exige una correspondencia aritmética exacta entre el
beneficio obtenido y la multa impuesta, sino una relación razonable entre la gravedad de la
infracción, la capacidad económica y la sanción.
En consecuencia, el artículo 127, fracción IV, de la Ley Federal de Competencia Económica no
establece una multa excesiva o desproporcional.
 
PLENO.
  
  
Amparo en revisión 549/2025. 4 de marzo de 2026. Unanimidad de nueve votos de las personas
Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, por consideraciones adicionales y
formuló voto concurrente, María Estela Ríos González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres
Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael Figueroa Mejía, Arístides Rodrigo Guerrero García y
Presidente Hugo Aguilar Ortiz. Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretario: Johan Martín Escalante
Escalante.
 
El Comité de Revisión, Aprobación y Numeración de Tesis, en sesión de cinco de junio de dos mil
veintiséis, y las personas Ministras que integran el Pleno de este Tribunal, aprobaron, con el número
136/2026 (12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México a diecisiete de junio de
dos mil veintiséis.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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CONTRATOS DE SUMINISTRO DE AGUAS RESIDUALES SUSCRITOS ENTRE EL SISTEMA
MUNICIPAL DE AGUAS Y SANEAMIENTO Y UNA PERSONA FÍSICA. SON DE NATURALEZA
ADMINISTRATIVA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE COAHUILA).
  
  
Hechos: Una persona física demandó en la vía ordinaria mercantil el cumplimiento forzoso de dos
contratos de prestación del servicio de suministro de aguas residuales para su tratamiento y uso
agrícola celebrados con el Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Torreón, Coahuila. En
primera instancia se condenó al organismo público a su cumplimiento y al pago de daños y
perjuicios.
En apelación, se determinó la improcedencia de la vía mercantil, porque los contratos tenían
naturaleza administrativa, se dejó insubsistente lo actuado y se reservaron los derechos de la parte
actora para hacerlos valer en la forma y la vía correspondientes.
Contra esa decisión la actora promovió amparo directo del que conoció la Suprema Corte de
Justicia de la Nación en ejercicio de su facultad de atracción.
 
Criterio jurídico: Los contratos de suministro de aguas residuales celebrados entre una persona
física y el Sistema Municipal de Aguas y Saneamiento de Torreón, Coahuila, son de naturaleza
administrativa, porque: 1) interviene un órgano público del Estado; 2) su finalidad es de orden
público; y 3) están sometidos a un régimen exorbitante del derecho civil.
 
Justificación: El artículo 75, fracción V, del Código de Comercio reputa actos de comercio a las
empresas de abastecimientos y suministros. Sin embargo, cuando en la celebración de un contrato
de suministro interviene un órgano público del Estado en ejercicio de potestades administrativas, su
naturaleza no se determina por la mera existencia de una contraprestación económica ni por el
carácter de los contratantes, sino por la finalidad pública que persigue y el régimen jurídico
exorbitante al que se sujeta.
En estos casos, el contrato adquiere naturaleza administrativa si concurren los tres elementos
señalados.
En los contratos de suministro de aguas residuales celebrados por el referido Sistema Municipal de
Aguas y Saneamiento se actualizan esos elementos. Esto es así en primer lugar, porque una de las
partes contratantes es un organismo público descentralizado de la administración pública municipal.
En segundo lugar, su finalidad es de orden público, pues se vincula con el ejercicio de la función y
servicio público de tratamiento y disposición de aguas residuales que los artículos 115, fracción III,
inciso a), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 158-U, fracción IV, punto 1,
inciso a), de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza y 21, fracciones II y XII, de
la Ley de Aguas para los Municipios de la propia entidad reservan de manera exclusiva a los
Municipios. Tal función constituye un bien colectivo estratégico para la protección de la salud
pública, en relación con el derecho humano a un medio ambiente sano reconocido en los artículos
4o., sexto párrafo, de la Constitución Federal y 11, numeral 1, del Protocolo Adicional a la
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Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, "Protocolo de San Salvador". La adecuada gestión del tratamiento de aguas residuales,
lejos de ser un asunto meramente contractual entre particulares, se configura como un componente
esencial de la política pública ambiental, de salud y de calidad de vida de la población, lo que
refuerza la utilidad pública del objeto contractual.
En tercer lugar, los contratos están sometidos a un régimen exorbitante del derecho civil, pues el
organismo conserva facultades unilaterales que exceden las que podrían pactarse válidamente
entre particulares, como: a) determinar los volúmenes a suministrar; b) autorizar unilateral y
discrecionalmente la instalación de equipos; c) condicionar el destino del agua a su tratamiento
previo conforme a Normas Oficiales Mexicanas; d) exigir el registro del contrato ante la Comisión
Nacional del Agua; y e) reducir el volumen pactado en función de la operación de los cárcamos y
colectores.
De esta forma, el organismo no actúa en un plano de coordinación como un particular que comercia
con un bien de su propiedad, sino en ejercicio de atribuciones exclusivas de política hídrica y
ambiental bajo un régimen de derecho público, lo que excluye la aplicación del régimen mercantil y
determina que las controversias derivadas del incumplimiento contractual deban ventilarse en la vía
administrativa.
 
PLENO.
  
  
Amparo directo 27/2025. 27 de enero de 2026. Unanimidad de ocho votos de las personas Ministras
Sara Irene Herrerías Guerra, quien se separó de los párrafos 72 y 87 de la sentencia, Irving
Espinosa Betanzo, quien se separó de los párrafos 93 a 96 de la sentencia, María Estela Ríos
González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Giovanni Azael Figueroa Mejía,
Arístides Rodrigo Guerrero García y Presidente Hugo Aguilar Ortiz. Ausente: Loretta Ortiz Ahlf.
Ponente: Hugo Aguilar Ortiz. Secretariado: Alejandra Loya Guerrero e Israel Rivas Acuña.
 
El Comité de Revisión, Aprobación y Numeración de Tesis, en sesión de cinco de junio de dos mil
veintiséis, y las personas Ministras que integran el Pleno de este Tribunal, aprobaron, con el número
139/2026 (12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México a diecisiete de junio de
dos mil veintiséis.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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FUSIÓN DE SOCIEDADES MERCANTILES. EL ARTÍCULO 224 DE LA LEY GENERAL DE
SOCIEDADES MERCANTILES NO VULNERA EL DERECHO DE ASOCIACIÓN.
  
  
Hechos: Una persona jurídica ejerció la acción de oposición a la fusión de diversas sociedades
mercantiles, reclamó la nulidad absoluta del acuerdo de fusión y solicitó la suspensión de ese acto
jurídico. La persona juzgadora de origen admitió la demanda y ordenó al Registro Público de la
Propiedad y del Comercio hacer las anotaciones relativas a la suspensión de los efectos de la
fusión.
La fusionante promovió amparo indirecto donde impugnó la constitucionalidad del artículo referido.
Consideró que restringe el derecho de asociación previsto en el artículo 9o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.
El Juzgado de Distrito negó el amparo respecto a la constitucionalidad de la norma y lo concedió en
torno al acto de aplicación. La quejosa y la tercera interesada interpusieron sendos recursos de
revisión, respecto de los cuales el Tribunal Colegiado de Circuito reservó jurisdicción a la Suprema
Corte de Justicia de la Nación para resolver sobre el tema de constitucionalidad.
 
Criterio jurídico: El artículo 224 de la Ley General de Sociedades Mercantiles, que prevé la acción
de oposición al acuerdo de fusión y la suspensión de sus efectos hasta que cause ejecutoria la
sentencia que la declara infundada, no viola el derecho de asociación, porque las medidas relativas
son proporcionales y de carácter provisional.
 
Justificación: Las medidas previstas en el referido artículo 224, relativas a la acción de oposición al
acuerdo de fusión y la suspensión de sus efectos hasta que la sentencia que la declara infundada
cause ejecutoria, constituyen un obstáculo jurídico temporal que difiere los efectos del derecho de
asociación de las sociedades que participan en la fusión. Sin embargo, persiguen un fin
constitucional que consiste en brindar certeza jurídica a los acreedores de las empresas
participantes en la fusión respecto a sus créditos pendientes de solventar.
Este propósito sólo podría ser garantizado previo a la ejecución de la fusión, pues si bien existen
medios alternos para que los acreedores reclamen sus bienes o derechos, lo cierto es que no
evitarían la falta de certeza jurídica a la que se les sometería derivada de las consecuencias
inherentes de la fusión, tales como la confusión de patrimonios y la extinción de la empresa con la
que originalmente pactaron una relación comercial o de trabajo.
Además, la incidencia de las medidas sobre el derecho de asociación no es absoluta, pues
únicamente dilata la ejecución de la fusión hasta que se garantice el pago de las deudas a cargo de
las empresas participantes, aunado a que la propia norma establece requisitos para impedir la
paralización de la fusión de manera injustificada. Si bien existen otros mecanismos que no limitan el
derecho de asociación, lo cierto es que sólo operan cuando los créditos de los acreedores están
garantizados antes de la consolidación de la fusión.
 
PLENO.
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Amparo en revisión 50/2025. 7 de enero de 2026. Unanimidad de ocho votos de las personas
Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos González, quien
se separa de la metodología y formuló voto concurrente, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres
Guadarrama, quien se separa de la metodología, Loretta Ortiz Ahlf; Giovanni Azael Figueroa Mejía y
Presidente Hugo Aguilar Ortiz, con consideraciones distintas que inciden en el tema de la tesis y
reservó su derecho para formular voto concurrente. Ausente: Arístides Rodrigo Guerrero García.
Ponente: Loretta Ortiz Ahlf. Secretariado: Carlos Adrián López Sánchez y Alicia Martínez González.
 
El Comité de Revisión, Aprobación y Numeración de Tesis, en sesión de cinco de junio de dos mil
veintiséis, y las personas Ministras que integran el Pleno de este Tribunal, aprobaron, con el número
137/2026 (12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México a diecisiete de junio de
dos mil veintiséis.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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INCORPORACIÓN A JUICIO MEDIANTE LECTURA DE DECLARACIONES PREVIAS. EL
ARTÍCULO 386, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES NO
VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.
  
  
Hechos: Una persona fue sentenciada por los delitos de homicidio y tentativa de homicidio. En
apelación se confirmó la condena, al otorgar valor probatorio a la declaración previa de la víctima
sobreviviente, incorporada a juicio mediante lectura debido a que ésta desapareció en un contexto
delictivo.
Contra esa determinación promovió amparo directo y el Tribunal Colegiado de Circuito concedió la
protección constitucional para que no se valorara dicha declaración. Consideró que la desaparición
no configura la hipótesis "haya perdido la capacidad para declarar en juicio", contenida en el artículo
referido.
Las víctimas indirectas interpusieron recurso de revisión en el que cuestionaron la constitucionalidad
del citado precepto, al considerar que vulnera el principio de seguridad jurídica.
 
Criterio jurídico: El artículo 386, fracción I, del Código Nacional de Procedimientos Penales, que
autoriza la incorporación a juicio mediante lectura de declaraciones previas cuando el testigo haya
perdido la capacidad para declarar en juicio, no vulnera el principio de seguridad jurídica.
 
Justificación: El precepto aludido establece tres supuestos para la incorporación por lectura de
declaraciones anteriores, cuando el testigo: 1) haya fallecido, 2) presente un trastorno mental
transitorio o permanente, o 3) haya perdido la capacidad para declarar en juicio.
Mientras los dos primeros supuestos están delimitados –fallecimiento y trastorno mental–, el tercero,
relativo a que el testigo "haya perdido la capacidad para declarar en juicio", está redactado en forma
abierta.
Es razonable que el Poder Legislativo deliberadamente lo redactara de esa manera porque no es
posible establecer un catálogo limitado o restringido de las situaciones en las que una persona haya
perdido la capacidad para deponer, en virtud de que pueden resultar tan particulares que deben ser
objeto de análisis individualizado por la persona juzgadora.
Para determinar el alcance de ese supuesto es necesario realizar una interpretación conforme.
Primero, debe partirse del significado ordinario del vocablo “capacidad”, entendido en relación con la
expresión “para declarar en juicio”. Así, la capacidad para declarar en juicio puede definirse como la
aptitud mental y física para rendir una declaración en un proceso jurisdiccional.
En sentido contrario, la pérdida de esa capacidad debe entenderse como la imposibilidad física o
psíquica para deponer. Sin embargo, no cualquier imposibilidad física o psíquica actualiza dicho
supuesto, sino sólo aquella que de manera real, objetiva y material haga inviable la comparecencia
del testigo al juicio oral, y que responda a causas contingentes, insuperables, inevitables,
eventuales, comprobables y ajenas a la voluntad del testigo y de las partes.
Esta interpretación no vulnera los principios de contradicción e inmediación, pues la declaración
previa incorporada mediante lectura debe cumplir con alguna de las siguientes condiciones: a)
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haber sido sometida al ejercicio contradictorio en una etapa previa a la audiencia de juicio; o b) no
constituir un elemento decisivo para justificar la sentencia.
El carácter decisivo de esa declaración previa dentro del conjunto probatorio no necesariamente
debe analizarse al resolver sobre su admisibilidad. Por el contrario, es razonable que las partes
puedan discutirlo en sus alegatos y que la persona juzgadora lo examine cuidadosamente al motivar
su resolución.
 
PLENO.
  
  
Amparo directo en revisión 2125/2025. 18 de febrero de 2026. Unanimidad de ocho votos de las
personas Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos
González, quien se separa de los párrafos 129 a 131 y 136 a 138 de la sentencia, Yasmín Esquivel
Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Arístides Rodrigo Guerrero García y
Presidente Hugo Aguilar Ortiz. Ausente: Giovanni Azael Figueroa Mejía. Ponente: Hugo Aguilar
Ortiz. Secretaria: Dolores Guadalupe González López.
 
El Comité de Revisión, Aprobación y Numeración de Tesis, en sesión de cinco de junio de dos mil
veintiséis, y las personas Ministras que integran el Pleno de este Tribunal, aprobaron, con el número
140/2026 (12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México a diecisiete de junio de
dos mil veintiséis. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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INCORPORACIÓN A JUICIO MEDIANTE LECTURA DE DECLARACIONES PREVIAS. LA
DESAPARICIÓN DE UN TESTIGO EN UN CONTEXTO DELICTIVO ACTUALIZA EL SUPUESTO
CONTEMPLADO EN EL ARTÍCULO 386, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO NACIONAL DE
PROCEDIMIENTOS PENALES, EN LA HIPÓTESIS "HAYA PERDIDO LA CAPACIDAD PARA
DECLARAR EN JUICIO".
  
  
Hechos: Una persona fue sentenciada por los delitos de homicidio y tentativa de homicidio. En
apelación se confirmó la condena, al otorgar valor probatorio a la declaración previa de la víctima
sobreviviente, incorporada a juicio mediante lectura debido a que ésta desapareció en un contexto
delictivo.
Contra esa determinación promovió amparo directo y el Tribunal Colegiado de Circuito concedió la
protección constitucional para que no se valorara dicha declaración. Consideró que la desaparición
no configura la hipótesis "haya perdido la capacidad para declarar en juicio", contenida en el artículo
referido.
Las víctimas indirectas interpusieron recurso de revisión en el que cuestionaron la constitucionalidad
del citado precepto, al considerar que vulnera el principio de seguridad jurídica.
 
Criterio jurídico: La desaparición de un testigo en un contexto delictivo actualiza la hipótesis "haya
perdido la capacidad para declarar en juicio", prevista en el artículo 386, fracción I, del Código
Nacional de Procedimientos Penales, para efecto de la incorporación a juicio mediante lectura de
declaraciones previas.
 
Justificación: El contexto delictivo en el que se encuentra una persona desaparecida origina que se
desconozca su suerte y su paradero, por lo que no puede ser llamada a juicio para rendir
testimonio. Máxime que se encuentra en una situación de extrema vulnerabilidad y sujeta a una
violación continua y pluriofensiva de sus derechos humanos.
La causa de su incomparecencia no es injustificada, por el contrario, al estar sometida a una
desaparición de esa índole, la persona se encuentra fuera de la protección de la ley, como
consecuencia del ilícito del que fue víctima. Ello constituye una "buena razón"; es decir, se trata de
una justificación reforzada sobre la imposibilidad de que el testigo comparezca al juicio a rendir su
declaración.
Esta conclusión se fortalece a partir de una interpretación gramatical, sistemática y funcional de la
norma en análisis, pues la desaparición de una persona en un contexto delictivo constituye una
situación que no puede superarse mediante los mecanismos que el propio Código Nacional de
Procedimientos Penales prevé para lograr la comparecencia de los testigos. Además, la función de
la norma analizada consiste en preservar información relevante para el esclarecimiento de los
hechos.
No obstante, la persona juzgadora debe verificar que la parte que solicitó la incorporación mediante
lectura de la declaración de un testigo desaparecido en un contexto delictivo acredite debidamente
tal circunstancia, y que previamente no contó con información relevante que evidenciara que la
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integridad física o la vida del testigo se encontraba en riesgo o peligro. Esto es, que tal hecho no le
fue previsible y, por ende, no había condiciones para solicitar su desahogo anticipado.
 
PLENO.
  
  
Amparo directo en revisión 2125/2025. 18 de febrero de 2026. Unanimidad de ocho votos de las
personas Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos
González, quien se separa de los párrafos 129 a 131 y 136 a 138 de la sentencia, Yasmín Esquivel
Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Arístides Rodrigo Guerrero García y
Presidente Hugo Aguilar Ortiz. Ausente: Giovanni Azael Figueroa Mejía. Ponente: Hugo Aguilar
Ortiz. Secretaria: Dolores Guadalupe González López.
 
El Comité de Revisión, Aprobación y Numeración de Tesis, en sesión de cinco de junio de dos mil
veintiséis, y las personas Ministras que integran el Pleno de este Tribunal, aprobaron, con el número
141/2026 (12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México a diecisiete de junio de
dos mil veintiséis. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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MODIFICACIÓN DE ACTAS DE NACIMIENTO PARA ADECUARLAS A LA IDENTIDAD DE
GÉNERO DE LAS PERSONAS. EL SISTEMA NORMATIVO CONFORMADO POR LOS
ARTÍCULOS 128, 131, 133 Y 135 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES
VIOLA LOS DERECHOS A LA IGUALDAD, VIDA PRIVADA, LIBRE DESARROLLO DE LA
PERSONALIDAD E IDENTIDAD DE GÉNERO.
  
  
Hechos: Una asociación civil promovió amparo indirecto en contra del sistema normativo referido,
que regula la modificación de las actas de nacimiento con motivo de la adecuación de la identidad
de género de las personas. Consideró que transgrede los derechos al libre desarrollo de la
personalidad, igualdad e identidad de género, al prever que el trámite debe ser jurisdiccional y que
la nueva acta contenga una anotación marginal que revele la identidad de género previa de la
persona solicitante.
 
Criterio jurídico: El sistema normativo conformado por los artículos 128, 131, 133 y 135 del Código
Civil del Estado de Aguascalientes es inconstitucional, porque viola los derechos a la igualdad, vida
privada, libre desarrollo de la personalidad e identidad de género de las personas, reconocidos en
los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
 
Justificación: Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación y la Corte Interamericana de Derechos
Humanos han consolidado una línea jurisprudencial, conforme a la cual, los procedimientos para la
adecuación de la identidad de género de las personas deben cumplir ciertos requisitos para
considerarse compatibles con los derechos a la igualdad y al libre desarrollo de la personalidad.
Así, tales procedimientos: a) deben ser sencillos, privilegiar la vía administrativa sobre la
jurisdiccional y estar enfocados a la adecuación integral de la identidad de género autopercibida; b)
deben basarse únicamente en el consentimiento libre e informado del solicitante, sin exigir
requisitos como certificaciones médicas o psicológicas; c) deben ser confidenciales, a fin de no
reflejar los cambios o adecuaciones realizadas en los nuevos documentos; d) deben ser expeditos
y, en la medida de lo posible, tender a la gratuidad; y e) no deben exigir que se acrediten
operaciones quirúrgicas u hormonales.
Por tanto, el sistema normativo referido es inconstitucional porque obliga a que la modificación de
las actas de nacimiento con motivo de la adecuación de la identidad de género de las personas se
haga mediante la vía jurisdiccional y que en la nueva acta se realice una anotación marginal que
revele la identidad de género previa de la persona solicitante.
De este modo, no se contempla un procedimiento sencillo, como lo es la vía administrativa, para la
modificación correspondiente y se imponen cargas innecesarias a la persona solicitante, lo que dota
de una excesiva publicidad a la modificación respectiva, en detrimento de los derechos a la vida
privada, a la igualdad, al libre desarrollo de la personalidad y a la identidad de género de las
personas.
 
PLENO.

Instancia: Pleno Duodécima Época Materia(s): Constitucional
Tesis: P./J. 138/2026 (12a.) Fuente: Semanario Judicial de la
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Amparo en revisión 430/2025. 9 de abril de 2026. Mayoría de siete votos de las personas Ministras
Sara Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, Yasmín Esquivel Mossa, quien formuló voto
aclaratorio, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael Figueroa Mejía, Arístides Rodrigo Guerrero García y
Presidente Hugo Aguilar Ortiz. Disidentes: María Estela Ríos González, quien formuló voto
particular y Lenia Batres Guadarrama. Ponente: Giovanni Azael Figueroa Mejía. Secretario: Víctor
Manuel Rocha Mercado.
 
El Comité de Revisión, Aprobación y Numeración de Tesis, en sesión de cinco de junio de dos mil
veintiséis, y las personas Ministras que integran el Pleno de este Tribunal, aprobaron, con el número
138/2026 (12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México a diecisiete de junio de
dos mil veintiséis.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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NULIDAD DE REGISTRO DE MARCA. EL ARTÍCULO 258, FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL
DE PROTECCIÓN A LA PROPIEDAD INDUSTRIAL NO VULNERA EL DERECHO A LA
SEGURIDAD JURÍDICA.
  
  
Hechos: Dos empresas registraron como marcas tridimensionales empaques para vender derivados
lácteos. La que realizó el primer registro solicitó al Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial
(IMPI) que declarara la nulidad del registro posterior, al estimar que existían semejanzas en los
registros en grado de confusión.
El Instituto negó que se actualizara alguna causa de nulidad, lo que se impugnó ante el Tribunal
Federal de Justicia Administrativa, el cual confirmó esa decisión, contra lo que se promovió amparo
directo.
El Tribunal Colegiado de Circuito consideró que el registro de la marca más reciente está afectado
de nulidad, conforme al artículo 258, fracción IV, de la Ley Federal de Protección a la Propiedad
Industrial, lo que provocó que la tercera interesada interpusiera recurso de revisión. Alegó que esa
norma afecta el derecho a la seguridad jurídica porque no define los conceptos de "error",
"inadvertencia" y "diferencia de apreciación" para configurar la causa de nulidad de un registro
marcario.
 
Criterio jurídico: El artículo 258, fracción IV, de la Ley Federal de Protección a la Propiedad
Industrial no vulnera el derecho a la seguridad jurídica pese a no definir el significado y alcance de
los conceptos de "error", "inadvertencia" y "diferencia de apreciación" como causas de nulidad de un
registro marcario, porque la atribución del IMPI para declararla está acotada de manera que no le
permite actuar de forma arbitraria o caprichosa.
 
Justificación: La seguridad jurídica se respeta por las autoridades legislativas cuando las
disposiciones de observancia general que elaboren generan certidumbre a las personas sobre las
consecuencias jurídicas de su conducta, así como cuando acotan necesaria y razonablemente las
atribuciones de la autoridad, en forma tal que se les impida actuar de manera arbitraria o
caprichosa.
El artículo 258, fracción IV, de la Ley Federal de Protección a la Propiedad Industrial establece
como causa de nulidad del registro de una marca que se haya otorgado por "error", "inadvertencia"
o "diferencia de apreciación". Ello, cuando exista una solicitud en trámite presentada con
anterioridad o un registro vigente que se considere invadido, por tratarse de una marca que sea
igual o semejante en grado de confusión y que se aplique a servicios o productos iguales o
similares.
Dicha norma no vulnera el principio de seguridad jurídica pese a no definir esos conceptos, debido a
que las personas conocen que el registro de una marca puede anularse si se actualiza alguno de
ellos y porque la atribución del IMPI para declarar la nulidad de un registro de marca está acotada
de manera que no le permite actuar de forma arbitraria o caprichosa.
La facultad del Instituto requiere desahogar un procedimiento seguido en forma de juicio en el que

Instancia: Pleno Duodécima Época Materia(s): Administrativa
Tesis: P./J. 135/2026 (12a.) Fuente: Semanario Judicial de la
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se llame al interesado, quien tiene la posibilidad de alegar y probar, para que se determine en una
resolución fundada y motivada la decisión sobre la anulación del registro de marca.
Además, los conceptos de "error", "inadvertencia" y "diferencia de apreciación" se dotan de
contenido caso a caso a partir de los planteamientos de las partes y de la decisión que al respecto
adopte el IMPI.
 
PLENO.
  
  
Amparo directo en revisión 6714/2025. 24 de febrero de 2026. Unanimidad de nueve votos de las
personas Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos
González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael
Figueroa Mejía, Arístides Rodrigo Guerrero García y Presidente Hugo Aguilar Ortiz. Ponente:
Arístides Rodrigo Guerrero García. Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez.
 
El Comité de Revisión, Aprobación y Numeración de Tesis, en sesión de cinco de junio de dos mil
veintiséis, y las personas Ministras que integran el Pleno de este Tribunal, aprobaron, con el número
135/2026 (12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México a diecisiete de junio de
dos mil veintiséis.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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COMPETENCIA POR TERRITORIO EN EL AMPARO DIRECTO. CORRESPONDE AL TRIBUNAL
COLEGIADO DE CIRCUITO DEL DOMICILIO DE LA JUNTA FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y
ARBITRAJE QUE DICTÓ EL PRIMER LAUDO RECLAMADO, AUNQUE CON POSTERIORIDAD
SE HAYA MODIFICADO SU COMPETENCIA O SUPRIMIDO MEDIANTE ACUERDO
ADMINISTRATIVO.
  
  
Hechos: Los Plenos Regionales contendientes sustentaron criterios contradictorios al resolver
conflictos competenciales, en los que analizaron la competencia por razón de territorio de
Tribunales Colegiados de Circuito para conocer del juicio de amparo directo contra laudos dictados
por Juntas laborales que, con posterioridad a la presentación de la demanda, se modificó su
competencia o fueron suprimidas mediante acuerdos administrativos.
Mientras que uno determinó que corresponde al que ejerce jurisdicción en el domicilio de la Junta
emisora del laudo reclamado; el otro sostuvo que lo es el de la autoridad responsable sustituta.
 
Criterio jurídico: La competencia para conocer del juicio de amparo directo contra el primer laudo
dictado por una Junta Laboral se fija en atención a su domicilio, aun cuando con posterioridad a la
presentación de la demanda de amparo se modifique su competencia o se extinga mediante
acuerdos administrativos. Por lo que corresponde al Tribunal Colegiado de Circuito con jurisdicción
en el domicilio de la que dictó el laudo reclamado, al haberse emitido con anterioridad a la
modificación o extinción de su competencia.
 
Justificación: Para determinar la competencia territorial en el juicio de amparo directo promovido
contra un laudo laboral, debe atenderse al domicilio de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje
que lo dictó, al momento de su emisión y de la presentación de la demanda. Lo anterior, aun cuando
con posterioridad dicha Junta haya modificado su competencia o se haya extinguido mediante
acuerdo administrativo o reforma legal.
En estos supuestos, la autoridad que resulte sustituta conforme al artículo 9o. de la Ley de Amparo
sólo asume funciones para el cumplimiento de la ejecutoria que, en su caso, se dicte, sin que tal
circunstancia incida en la determinación de la competencia territorial del Tribunal Colegiado de
Circuito originalmente llamado a conocer del juicio.
 
PLENO.
  
  
Contradicción de criterios 45/2026. Entre los sustentados por el Pleno Regional en Materias Penal y
de Trabajo de la Región Centro-Sur, con residencia en la Ciudad de México, y el Pleno Regional en
Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México. 21
de mayo de 2026. Unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Sara Irene Herrerías
Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia

Instancia: Pleno Duodécima Época Materia(s): Común
Tesis: P./J. 142/2026 (12a.) Fuente: Semanario Judicial de la
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Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael Figueroa Mejía, Arístides Rodrigo Guerrero
García y Presidente Hugo Aguilar Ortiz. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Lizbeth
Berenice Montealegre Ramírez.
 
Tesis y/o criterios contendientes:
 
El Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Sur, con residencia en la
Ciudad de México, al resolver los conflictos competenciales 49/2024, 52/2024, 55/2024, 58/2024 y
61/2024, los cuales dieron origen a la tesis de jurisprudencia PR.P.T.CS. J/28 L (11a.), de rubro:
"COMPETENCIA POR TERRITORIO PARA CONOCER DE UN AMPARO DIRECTO.
CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE EJERCE JURISDICCIÓN EN
EL LUGAR DE RESIDENCIA DE LA JUNTA QUE EMITIÓ EL LAUDO RECLAMADO, AUNQUE
POSTERIORMENTE SEA EXTINGUIDA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del
viernes 7 de febrero de 2025 a las 10:09 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Undécima Época, Libro 46, febrero de 2025, Tomo I, Volumen 1, página 281, con
número de registro digital: 2029872, y
 
El sustentado por el Pleno Regional en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Norte, con
residencia en la Ciudad de México, al resolver los conflictos competenciales 7/2026, 20/2026 y
23/2026.
 
Nota: De la sentencia que recayó al conflicto competencial 23/2026, resuelto por el Pleno Regional
en Materias Penal y de Trabajo de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México,
derivó la tesis de jurisprudencia PR.P.T.CN. J/7 L (12a.), de rubro: "COMPETENCIA POR
TERRITORIO PARA CONOCER DEL AMPARO DIRECTO CONTRA EL PRIMER LAUDO
DICTADO POR UNA JUNTA LABORAL QUE CON MOTIVO DE UN ACUERDO ADMINISTRATIVO
FUE SUSTITUIDA Y SU COMPETENCIA FUE MODIFICADA Y ASIGNADA A OTRA UBICADA EN
DISTINTO CIRCUITO JUDICIAL. CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO
QUE EJERCE JURISDICCIÓN SOBRE LA JUNTA SUSTITUTA.", publicada en el Semanario
Judicial de la Federación del viernes 15 de mayo de 2026 a las 10:20 horas, y en la Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación, Duodécima Época, Libro 9, mayo de 2026, Tomo II, Volumen
1, página 329, con número de registro digital: 2032120.
 
El Comité de Revisión, Aprobación y Numeración de Tesis, en sesión de doce de junio de dos mil
veintiséis, y las personas Ministras que integran el Pleno de este Tribunal, aprobaron, con el número
142/2026 (12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México a diecisiete de junio de
dos mil veintiséis.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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INVALIDEZ DE NORMAS GENERALES EN ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD.
EXTENSIÓN DE EFECTOS CUANDO EXISTE DEPENDENCIA JURÍDICO-CONCEPTUAL ENTRE
DOS DISPOSICIONES DEL MISMO RANGO.
  
  
Hechos: La Comisión Nacional de los Derechos Humanos promovió acción de inconstitucionalidad
contra los artículos 170 Bis y 229 Bis, párrafos primero y segundo, del Código Penal para el Estado
Libre y Soberano de Guerrero, publicado el 30 de abril de 2024, que prevén los delitos de
elaboración, falsificación, alteración o posesión de medicamentos clonados, alterados y/o
caducados con fines de venta, comercialización, circulación y/o distribución, así como de robo de
medicamentos. Consideró que en diversas porciones violan el derecho a la seguridad jurídica y los
principios de legalidad, en su vertiente de taxatividad, y de proporcionalidad de las penas.
Al resolver, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación declaró su invalidez y la extendió
a normas no impugnadas que guardaban relación de dependencia, dado que regulaban las
agravantes de esos delitos.
 
Criterio jurídico: En una acción de inconstitucionalidad puede extenderse la declaratoria de invalidez
a una norma no impugnada, cuando la originalmente expulsada regula algún concepto jurídico que
hace que la segunda, de su misma jerarquía, no tenga sustento conceptual.
 
Justificación: La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia P./J. 32/2006,
estableció que conforme al artículo 41, fracción IV, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II
del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando se declare la
invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas las normas cuya validez
dependa de la propia norma invalidada, sean de igual o menor jerarquía que la de la combatida, si
regulan o se relacionan directamente con algún aspecto previsto en ésta, aun cuando no hayan sido
impugnadas.
Ello, pues la dependencia que existe entre ellas determina –por el mismo vicio que la invalidada– su
contraposición con el orden constitucional que debe prevalecer.
En ese sentido, existe invalidez con efectos extensivos cuando se actualiza una dependencia
jurídico-conceptual de carácter sistémico, la cual se configura entre los artículos 229 Bis y 229 Ter
del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero, pues al ser inválido el concepto de
robo de medicamentos desarrollado en el primero de los mencionados preceptos, resulta lógico que
el segundo, que establece sus agravantes, no tenga sustento jurídico-conceptual que fundamente
su contenido.
 
PLENO.
  
  
Acción de inconstitucionalidad 117/2024. Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 23 de
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septiembre de 2025. Unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Sara Irene Herrerías
Guerra, Irving Espinosa Betanzo, María Estela Ríos González, Yasmín Esquivel Mossa, Lenia
Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf, Giovanni Azael Figueroa Mejía, Arístides Rodrigo Guerrero
García y Presidente Hugo Aguilar Ortiz. Ponente: Lenia Batres Guadarrama. Secretaria: Martha
Nayeli Núñez Cosio.
 
El Comité de Revisión, Aprobación y Numeración de Tesis, en sesión de cinco de junio de dos mil
veintiséis, y las personas Ministras que integran el Pleno de este Tribunal, aprobaron, con el número
134/2026 (12a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México a diecisiete de junio de
dos mil veintiséis.
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 32/2006 citada, aparece publicada con el rubro: “ACCIÓN DE
INCONSTITUCIONALIDAD. EXTENSIÓN DE LOS EFECTOS DE LA DECLARACIÓN DE
INVALIDEZ DE UNA NORMA GENERAL A OTRAS QUE, AUNQUE NO HAYAN SIDO
IMPUGNADAS, SEAN DEPENDIENTES DE AQUÉLLA.”, en el Semanario Judicial de la Federación
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, febrero de 2006, página 1169, con número de registro
digital: 176056.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación. La sentencia de la cual deriva se publicó el viernes 8 de mayo de 2026 a las 10:13
horas y, por ende, las consideraciones que contiene la resolución, aprobadas por 6 votos o más, en
términos de lo dispuesto en el artículo 43 de la respectiva Ley Reglamentaria, se consideran de
aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de mayo de 2026, para los efectos previstos en el punto
octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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ABUSO DE FUNCIONES. PARA QUE SE CONFIGURE ESE TIPO ADMINISTRATIVO BASTA LA
MATERIALIZACIÓN DE CUALQUIERA DE LOS SUPUESTOS ESTABLECIDOS POR EL
ARTÍCULO 57 DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS.
  
  
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al
analizar si para tener por configurada la falta administrativa grave de abuso de funciones prevista en
el artículo señalado, basta con la materialización de alguno de los supuestos que establece, o si
necesariamente deben concurrir todos para tener por acreditado el tipo administrativo. Mientras que
dos determinaron que es necesaria la acreditación de todos los elementos, porque su finalidad
radica en el uso abusivo de las potestades públicas para anteponer intereses personales o ajenos al
servicio público; el otro consideró que basta la materialización de un supuesto, pues el propio
artículo contiene una construcción gramatical específica que separa con signos de puntuación y
disyuntivas las diferentes hipótesis.
 
Criterio jurídico: Para tener por actualizado el tipo administrativo de abuso de funciones basta con la
materialización de cualquiera de los supuestos que prevé el artículo 57 de la Ley General de
Responsabilidades Administrativas.
 
Justificación: El artículo 109 de la Constitución Federal distingue las sanciones penales de las
administrativas, orientando las últimas a preservar el correcto y eficiente servicio público. Aunque el
derecho administrativo sancionador comparte principios con el derecho penal (como los de
presunción de inocencia, de exacta aplicación de la ley, de reserva de ley y de tipicidad), éstos se
aplican con modulaciones, siempre y cuando sean compatibles con su naturaleza.
Por ello, la responsabilidad administrativa se configura si la conducta de la persona servidora
pública tiene relación con su empleo, cargo o comisión, y con ella el servicio público deja de
prestarse, se suspende injustificadamente o al prestarse la colectividad resiente algún perjuicio.
Conforme al artículo 57 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, se incurre en
abuso de funciones cuando la persona servidora pública ejerce atribuciones que no tiene conferidas
o se vale de las que tiene para: 1) realizar o inducir actos u omisiones arbitrarios; 2) generar un
beneficio para sí o para las personas que la ley señala, o 3) causar perjuicio a alguna persona o al
servicio público, así como, 4) cuando realiza por sí o a través de un tercero alguna de las conductas
descritas en el artículo 20 Ter de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencias. Dicho precepto separa con comas y utiliza las palabras "o" y "así como" para distinguir
los diferentes supuestos en los que se actualiza ese tipo administrativo.
De ello deriva que los cuatro supuestos son excluyentes entre sí, por lo que basta con que se
acredite uno para que se configure la falta administrativa.
 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE,
CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO

Instancia: Plenos Regionales Duodécima Época Materia(s): Administrativa
Tesis: PR.A.C.CN. J/47 A
(12a.)
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Contradicción de criterios 31/2026. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Sexto,
Décimo Primero y Décimo Segundo, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 16 de abril
de 2026. Tres votos de las Magistradas Mayra Sandoval Mendoza, Mónica Saloma Palacios y
Virginia Pétriz Herrera. Ponente: Mónica Saloma Palacios. Secretaria: Erika Ivonne Carballal López.
 
Tesis y/o criterios contendientes:
 
El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al
resolver la revisión administrativa (Ley General de Responsabilidades Administrativas) 64/2025, el
sustentado por el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito,
al resolver la revisión administrativa (Ley General de Responsabilidades Administrativas) 507/2025,
y el diverso sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del
Primer Circuito, al resolver la revisión administrativa (Ley General de Responsabilidades
Administrativas) 408/2025.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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  Registro digital: 2032280 

  
  
APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA JURISPRUDENCIA EMITIDA POR UN PLENO REGIONAL.
NO SE ACTUALIZA EN PERJUICIO DE LAS PERSONAS SOBRE UNA EMITIDA CON
ANTERIORIDAD POR UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE DEFINÍA LA
PROBLEMÁTICA JURÍDICA PLANTEADA, EN ATENCIÓN AL PRINCIPIO DE JERARQUÍA U
OBLIGATORIEDAD DE LA JURISPRUDENCIA.
  
  
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al
analizar si la aplicación de la jurisprudencia PR.A.C.CN. J/89 A (11a.) emitida por este Pleno
Regional es retroactiva en perjuicio de las personas quejosas en asuntos relacionados con la
devolución de aportaciones del fondo de pensiones a favor de jubilados o pensionados. Mientras
que uno estimó que aplicarla le daría un efecto retroactivo porque éste emitió una diversa que
define el tema y es más beneficiosa (la cual fue superada por aquélla); el otro consideró que su
aplicación no es retroactiva dada la fuerza vinculante de la jurisprudencia emitida por el Pleno
Regional con posterioridad, al ser un órgano de mayor jerarquía, lo que constituye una excepción al
principio de irretroactividad de la jurisprudencia en perjuicio de las personas.
 
Criterio jurídico: La aplicación de la jurisprudencia emitida por un Pleno Regional no es retroactiva
frente a una sustentada con anterioridad por un Tribunal Colegiado de Circuito que definía la
problemática jurídica planteada, conforme al principio de jerarquía u obligatoriedad de la
jurisprudencia, el cual constituye una excepción al diverso de retroactividad en perjuicio de las
personas.
 
Justificación: La extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis
jurisprudencial 2a./J. 199/2016 (10a.), sostuvo que en los casos de conflicto entre la jurisprudencia
de los Plenos de Circuito –ahora Plenos Regionales– y la emitida con posterioridad por el Alto
Tribunal, debe prevalecer ésta, en tanto que el principio de irretroactividad de la jurisprudencia tiene
límites, en la medida en que no lleva a desconocer la jerarquía existente entre los órganos del
Poder Judicial, sino que debe enmarcarse dentro del ámbito propio de los distintos órdenes o
niveles jurisprudenciales existentes, de ahí que debe armonizarse con el principio de verticalidad de
la jurisprudencia previsto en el artículo 217 de la Ley de Amparo.
Siguiendo los lineamientos de dicha Sala, cuando exista un criterio jurisprudencial emitido por un
Tribunal Colegiado de Circuito aplicable directamente a alguna de las cuestiones jurídicas
relevantes para la interposición, tramitación, desarrollo y resolución de un asunto, pero con
posterioridad entre en vigor una jurisprudencia emitida por un Pleno Regional que lo contraríe, la
aplicabilidad de la jurisprudencia no se rige por el principio de irretroactividad, sino por el de
jerarquía, al ser una excepción al primero, aun cuando la primera resuelva la problemática jurídica y
aporte mayor beneficio a las personas quejosas.
 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE,
CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO

Instancia: Plenos Regionales Duodécima Época Materia(s): Común
Tesis: PR.A.C.CN. J/3 K (12a.) Fuente: Semanario Judicial de la

Federación.
Tipo: Jurisprudencia
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Contradicción de criterios 184/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y
Segundo, ambos del Vigésimo Cuarto Circuito. 6 de febrero de 2026. Tres votos de las Magistradas
Mayra Sandoval Mendoza, Mónica Saloma Palacios y Virginia Pétriz Herrera. Ponente: Mónica
Saloma Palacios. Secretaria: Erika Ivonne Carballal López.
 
Tesis y/o criterios contendientes:
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto Circuito, al resolver el amparo
en revisión 302/2025, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo
Cuarto Circuito, al resolver el amparo en revisión 632/2024.
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 199/2016 (10a.) y PR.A.C.CN. J/89 A (11a.) citadas,
aparecen publicadas con los rubros: "JURISPRUDENCIA. ALCANCE DEL PRINCIPIO DE
IRRETROACTIVIDAD DE AQUÉLLA TUTELADO EN EL ARTÍCULO 217, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE
LA LEY DE AMPARO." y "APORTACIONES AL FONDO DE PENSIONES A CARGO DE
JUBILADOS O PENSIONADOS. EFECTOS DEL AMPARO POR INCONSTITUCIONALIDAD DE
LOS ARTÍCULOS 11, FRACCIÓN II, 13, PÁRRAFO SEGUNDO, Y 46 DE LA ABROGADA LEY DE
PENSIONES PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE NAYARIT.", en el
Semanario Judicial de la Federación de los viernes 20 de enero de 2017 a las 10:21 horas y 15 de
agosto de 2025 a las 10:23 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima
Época, Libro 38, Tomo I, enero de 2017, página 464 y Undécima Época, Libro 52, agosto de 2025,
Tomo III, Volumen 2, página 1011, con números de registro digital: 2013494 y 2030898,
respectivamente.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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  Registro digital: 2032283 

  
  
COMPETENCIA LABORAL POR RAZÓN DE FUERO. CORRESPONDE A LOS TRIBUNALES
LABORALES LOCALES CONOCER DE LOS CONFLICTOS SUSCITADOS ENTRE EMPRESAS
QUE PRESTAN SERVICIOS DE SEGURIDAD PRIVADA Y SUS PERSONAS TRABAJADORAS,
AUN CUANDO AQUÉLLAS CUENTEN CON PERMISO O AUTORIZACIÓN FEDERAL.
  
  
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al
resolver conflictos competenciales en los que se analizó si corresponde a tribunales laborales
federales o locales conocer de conflictos suscitados entre personas trabajadoras y empresas que
prestan servicios de seguridad privada bajo un permiso expedido por una autoridad federal.
 
Criterio jurídico: Corresponde a los tribunales laborales locales conocer de los conflictos laborales
suscitados entre empresas que cuentan con permiso o autorización expedida por una autoridad
federal para prestar servicios de seguridad privada, y sus personas trabajadoras.
 
Justificación: Conforme a los artículos 123, apartado A, fracción XXXI, inciso b), numeral 2, de la
Constitución Federal y 527, fracción II, numeral 2, de la Ley Federal del Trabajo, la aplicación de las
normas de trabajo corresponde a los tribunales locales en sus respectivas jurisdicciones, pero es
competencia exclusiva de los tribunales federales, entre otros, tratándose de las empresas que
actúen exclusivamente en virtud de un contrato o concesión federal y las industrias que les sean
conexas.
Con motivo de la reforma a la Ley Federal del Trabajo del año 2012, en particular a la citada
fracción II, numeral 2, del artículo 527, se amplió la competencia de las autoridades federales, ello al
considerar que actúan bajo concesión aquellas empresas que tengan por objeto la administración y
explotación de servicios públicos o bienes del Estado en forma regular y continua, para la
satisfacción del interés colectivo, a través de cualquier acto administrativo emitido por el Gobierno
Federal. Sin embargo, dicha adición no introdujo supuestos autónomos de competencia, sino que
identifica actividades que materialmente se ubican dentro del marco constitucional.
Entonces, para que se actualice el supuesto competencial previsto en las normas antes citadas,
tomando en cuenta que la jurisdicción federal es de carácter excepcional, además de contar con un
permiso o autorización expedido por una autoridad federal, la empresa debe tener por objeto la
administración y explotación de servicios públicos o bienes del Estado en forma regular y continua
para la satisfacción de un interés colectivo.
Por lo que hace a las empresas dedicadas a prestar servicios de seguridad privada, si bien cuentan
con un permiso o autorización de naturaleza federal para tal efecto, lo cierto es que no tienen como
finalidad la explotación de los bienes del Estado, ni administran un servicio público, pues
únicamente actúan como auxiliares de la seguridad pública, cuya colaboración se efectúa de
manera esporádica, por lo que tampoco se cumple con el requerimiento de ser regular y continuo.
 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE,
CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO

Instancia: Plenos Regionales Duodécima Época Materia(s): Laboral
Tesis: PR.P.T.CN. J/9 L (12a.) Fuente: Semanario Judicial de la

Federación.
Tipo: Jurisprudencia
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Contradicción de criterios 27/2026. Entre los sustentados por el Primer y el Tercer Tribunales
Colegiados en Materias Penal y de Trabajo, ambos del Décimo Noveno Circuito. 30 de abril de
2026. Unanimidad de votos de las personas Magistradas Miguel Ernesto Leetch San Pedro,
Verónica Alejandra Curiel Sandoval y Angélica Iveth Leyva Guzmán. Ponente: Verónica Alejandra
Curiel Sandoval. Secretaria: Karina Huerta Galicia.
 
Tesis y/o criterios contendientes:
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno
Circuito, al resolver el conflicto competencial 43/2025, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, al resolver el conflicto
competencial 30/2025.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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COMPETENCIA POR MATERIA PARA CONOCER DEL AMPARO INDIRECTO CONTRA LOS
ARTÍCULOS 76, 77, 80, 82, 87, 89, 90, 91, 92, 93, 117 Y 118 DE LA LEY DEL SECTOR
HIDROCARBUROS. CORRESPONDE A LOS JUZGADOS DE DISTRITO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADOS EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y
TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN
TODA LA REPÚBLICA.
  
  
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al
analizar la competencia por razón de materia para conocer del amparo indirecto contra los
señalados artículos de la Ley del Sector Hidrocarburos, expedida mediante decreto publicado el 18
de marzo de 2025. Mientras que tres sostuvieron que la competencia recae en los Juzgados
Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, porque las
normas reclamadas impactan en la regulación de los agentes económicos y en la libre concurrencia
del mercado de hidrocarburos; el otro consideró que el asunto reviste un carácter administrativo
genérico, y que dichos preceptos se limitan a regular procedimientos administrativos y facultades de
verificación de la autoridad que no inciden directamente en el proceso de competencia.
 
Criterio jurídico: La competencia por materia para conocer del amparo indirecto contra los artículos
76, 77, 80, 82, 87, 89, 90, 91, 92, 93, 117 y 118 de la Ley del Sector Hidrocarburos, corresponde a
los Juzgados de Distrito en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica,
Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda
la República, al formar parte de un sistema normativo complejo.
 
Justificación: Del escrutinio a la naturaleza material de los preceptos mencionados se advierte que
coexisten normas que tutelan bienes de índole administrativa genérica (artículos 80 y 87, que
prevén requisitos formales de procedibilidad y causales genéricas y clásicas de terminación de
permisos) con los que inciden frontalmente en el derecho de la competencia económica (artículos
76, 77, 82, 89, 90, 91, 92, 93, 117 y 118). Los últimos: 1) imponen la entrega de información
comercial mediante la eliminación de los secretos bancario y fiduciario, permitiendo el acceso a la
información financiera que impacta directamente en la libre concurrencia; 2) establecen
metodologías tarifarias y diseñan medidas de ocupación temporal e intervención estatal; y 3) prevén
la revocación de permisos por distorsiones al mercado. Dichos aspectos exigen aplicar
conocimientos técnicos especializados sobre regulación asimétrica, concentración de mercado y
barreras de entrada.
En ese contexto y conforme a los principios de concentración procesal –a fin de salvaguardar la
continencia de la causa– y de especialidad aplicables al juicio de amparo, el Juzgado especializado
en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones es el idóneo para analizar la
regularidad constitucional de la totalidad del sistema normativo impugnado. Ello, porque escindir la
demanda según el precepto reclamado es un despropósito procesal que provocaría un retardo

Instancia: Plenos Regionales Duodécima Época Materia(s): Administrativa,
Común

Tesis: PR.CRT. J/1 A (12a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Jurisprudencia
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injustificado en la impartición de justicia y generaría el riesgo inminente de emitir resoluciones
contradictorias respecto de un mismo acto legislativo. Además, obligaría a la persona quejosa a
promover juicios fragmentados imponiéndole una carga procesal injustificada. En consecuencia, al
contar con plenitud de jurisdicción administrativa general sumada a la capacidad técnica
indispensable en materia de competencia económica, corresponde a los Juzgados especializados
en ésta conocer y resolver la controversia, pues los preceptos reclamados participan de un sistema
normativo complejo e interdependiente diseñado para regular de manera integral el sector
energético.
 
PLENO REGIONAL ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y
TELECOMUNICACIONES.
  
  
Contradicción de criterios 1/2026. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Primero y
Segundo, ambos en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica,
Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda
la República, por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo
Segundo Circuito y por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito.
17 de marzo de 2026. Mayoría de votos de las Magistradas Mayra Sandoval Mendoza y Paula
María García Villegas Sánchez Cordero. Disidente: Magistrado Urbano Martínez Hernández.
Ponente: Mayra Sandoval Mendoza. Secretario: José Miguel Alvarez Muñoz.
 
Tesis y/o criterios contendientes:
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa Especializado en
Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de
México y jurisdicción en toda la República, al resolver los conflictos competenciales 30/2025,
35/2025, 44/2025 y 60/2025, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con
residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, al resolver los conflictos
competenciales 30/2025, 31/2025, 34/2025, 43/2025, 44/2025, 56/2025, 58/2025, 59/2025, 64/2025
y 67/2025, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del
Vigésimo Segundo Circuito, al resolver el conflicto competencial 2/2025, y el diverso sustentado por
el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el conflicto
competencial 25/2025.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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CONFLICTO COMPETENCIAL ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. ES
INEXISTENTE CUANDO DERIVA DE LA APLICACIÓN TANTO DEL ACUERDO 8/2025, DEL
EXTINTO PLENO DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, COMO DE LAS CIRCULARES
RELACIONADAS, RESPECTO AL TRÁMITE, RESOLUCIÓN Y CUMPLIMIENTO DE LOS JUICIOS
DE AMPARO EN LOS QUE SE RECLAMAN DISPOSICIONES GENERALES O ACTOS DE
AUTORIDADES ESTATALES O LOCALES EN MATERIA DE ACCESO A LA INFORMACIÓN
PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES.
  
  
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al
analizar si existe conflicto competencial cuando un Juzgado de Distrito en Materia Administrativa y
otro habilitado para conocer juicios de amparo en materia de acceso a la información pública y
protección de datos personales se niegan a conocer del amparo indirecto contra el Decreto en
materia de fortalecimiento de búsqueda, localización e identificación de personas desaparecidas,
publicado el 16 de julio de 2025, conforme al Acuerdo General 8/2025, del Pleno del Consejo de la
Judicatura Federal, relativo a la habilitación de Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados de
Circuito para conocer de los asuntos en materia de acceso a la información pública y protección de
datos personales, y las Circulares SECNO/8/2025 y SECNO/14/2025 del propio Consejo.
Mientras que uno estimó que sí existe porque el asunto implica dilucidar si los órganos en conflicto
carecen de jurisdicción por razón de la materia; los otros dos consideraron que no existe, al ser la
naturaleza del conflicto eminentemente administrativa, ya que deriva de la aplicación de un acuerdo
emitido por el referido Consejo.
 
Criterio jurídico: Es inexistente el conflicto competencial entre Tribunales Colegiados de Circuito
cuando deriva de la aplicación del referido Acuerdo 8/2025 y de las circulares relacionadas, al ser
cuestiones de mera distribución de asuntos.
 
Justificación: Conforme a las tesis jurisprudenciales 2a./J. 115/2011, 2a./J. 64/2018 (10a.) y 2a./J.
28/2021 (10a.), de la extinta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que
se considere legalmente planteado un conflicto competencial y pueda ser dirimido por los órganos
competentes, es indispensable que la negativa de los órganos jurisdiccionales en conflicto para
conocer de un asunto se refiera a un punto concreto jurisdiccional, sea por razón de grado, territorio
o materia, y no a simples situaciones de hecho o de orden administrativo ajenas al tema
jurisdiccional, como lo serían cuestiones de mero trámite o de turno.
En ese contexto, la aplicación de los acuerdos generales emitidos por el extinto Pleno del Consejo
de la Judicatura Federal que regulan el turno y distribución de asuntos entre los indicados órganos
jurisdiccionales no constituye un factor que determine competencia. Ello, porque sólo se limitan a
repartir la carga de la labor judicial en términos de las reglas administrativas que no implican la
extensión de la función jurisdiccional, sino un sistema interno de distribución de asuntos.
En consecuencia, cuando los conflictos competenciales se susciten por la aplicación del aludido

Instancia: Plenos Regionales Duodécima Época Materia(s): Administrativa,
Común

Tesis: PR.A.C.CN. J/43 A
(12a.)

Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Jurisprudencia
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Acuerdo 8/2025 y las circulares relacionadas, debe declararse su inexistencia, al tratarse de una
mera distribución de asuntos. Estimar lo contrario dotaría de competencia a los Tribunales
Colegiados de Circuito para interpretar disposiciones en materia administrativa emitidas por dicho
Consejo, cuando les compete únicamente la resolución de conflictos derivados de cuestiones
propiamente jurisdiccionales (grado, materia o territorio).
 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE,
CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO
  
  
Contradicción de criterios 190/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Segundo,
Décimo Segundo, Décimo Quinto, Vigésimo Primero y Vigésimo Cuarto, todos en Materia
Administrativa del Primer Circuito. 19 de febrero de 2026. Tres votos de las Magistradas Mayra
Sandoval Mendoza, Mónica Saloma Palacios y Virginia Pétriz Herrera. Ponente: Mónica Saloma
Palacios. Secretaria: Erika Ivonne Carballal López.
 
Tesis y/o criterios contendientes:
 
El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer
Circuito, al resolver el conflicto competencial 49/2025, el sustentado por el Décimo Quinto Tribunal
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial
52/2025, y el diverso sustentado por el Vigésimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 50/2025.
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 115/2011, 2a./J. 64/2018 (10a.) y 2a./J. 28/2021 (10a.)
citadas, aparecen publicadas con los rubros: "CONFLICTO COMPETENCIAL ENTRE
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. ES INEXISTENTE CUANDO DERIVA DE LA
APLICACIÓN DE NORMAS GENERALES QUE REGULAN EL TURNO DE ASUNTOS.",
"CONFLICTO COMPETENCIAL. EXCEPCIÓN A SU INEXISTENCIA CUANDO LOS TRIBUNALES
COLEGIADOS DE CIRCUITO SE NIEGAN A CONOCER DE UN ASUNTO POR RAZÓN DE
TURNO Y/O CONOCIMIENTO PREVIO." y "CONFLICTO COMPETENCIAL ENTRE TRIBUNALES
COLEGIADOS DE CIRCUITO. ES INEXISTENTE, ÚNICA Y EXCLUSIVAMENTE, CUANDO SE
SUSCITA CON BASE EN CUESTIONES DE TURNO.", en el Semanario Judicial de la Federación y
su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, julio de 2011, página 394; en el Semanario Judicial de la
Federación de los viernes 29 de junio de 2018 a las 10:35 horas y 21 de mayo de 2021 a las 10:26
horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 55, Tomo II,
junio de 2018, página 999, y Undécima Época, Libro 1, Tomo II, mayo de 2021, página 1782, con
números de registro digital: 161671, 2017294 y 2023131, respectivamente.
 
El Acuerdo General 8/2025, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la habilitación
de Juzgados de Distrito y Tribunales Colegiados de Circuito para conocer de los asuntos en materia
de acceso a la información pública y protección de datos personales citado, aparece publicado en el
Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2025 a las 10:33 horas y en la
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 50, junio de 2025, Tomo
IV, Volumen 2, página 1445, con número de registro digital: 6035.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO. PROCEDE PARA EL EFECTO DE QUE
EL INSTITUTO DE CONTROL VEHICULAR OTORGUE UN DISTINTIVO Y/O PERMISO
PROVISIONAL CON EL LOGOTIPO CORRESPONDIENTE AL TIPO DE DISCAPACIDAD DE LA
PERSONA QUEJOSA O UNO NEUTRAL O UNIVERSAL, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 14 DE
LA LEY PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON
DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN.
  
  
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sustentaron criterios contradictorios al
analizar si procede la suspensión provisional en el amparo indirecto para el efecto de que el
señalado Instituto otorgue a la persona quejosa un distintivo y/o permiso provisional que contenga el
tipo de discapacidad que le corresponde, a fin de que se le reconozcan los derechos fundamentales
dada su condición. Mientras que uno la negó, ya que implicaría una tutela anticipada con efectos
restitutorios definitivos propios de la sentencia que se llegue a dictar al resolver el fondo del asunto;
el otro consideró que sí procede, porque ello tiene como finalidad emitir de forma temporal dicho
distintivo, a efecto de proteger el derecho de la quejosa a la accesibilidad y a la no discriminación.
 
Criterio jurídico: Procede la suspensión provisional para el efecto de que el Instituto de Control
Vehicular otorgue un distintivo y/o permiso provisional con el logotipo correspondiente al tipo de
discapacidad de la persona quejosa, o uno universal o neutral, en términos del artículo 14 de la Ley
para la Protección de los Derechos de las Personas con Discapacidad del Estado de Nuevo León.
 
Justificación: En atención a la apariencia del buen derecho prevista en los artículos 128 y 138 de la
Ley de Amparo, procede la medida cautelar tomando en cuenta la condición de discapacidad de las
personas quejosas (intelectual-psicosocial y autismo). El artículo 14 citado establece la obligación
de las autoridades de dicha entidad federativa de expedir permisos para personas con discapacidad
motora temporal o permanente o distintivos para las personas con discapacidad intelectual temporal
o permanente. Esto es, la obligación de cuidado que respecto de dichas personas están obligadas a
atender, tomando en consideración que la Organización Internacional de Normalización (ISO) y la
Organización de las Naciones Unidas (ONU), han aceptado y respaldado el Símbolo Internacional
de Accesibilidad (ISA), pues se convirtió en la manera de designar una instalación accesible, el cual
está compuesto por una figura humana universal con los brazos abiertos que simboliza la inclusión
para las personas de todos los niveles, en todas partes, incluyendo la accesibilidad de la
información, servicios, tecnologías de la comunicación, así como el acceso físico,
independientemente de sus capacidades, pues evolucionó de un símbolo de discapacidad a un
símbolo de accesibilidad para personas con discapacidad de cualquier tipo. Consecuentemente, los
símbolos o pictogramas relacionados con la discapacidad y accesibilidad han evolucionado y hoy en
día se requiere mayor reconocimiento de la diversidad de discapacidades; de ahí la necesidad de
una representación más inclusiva y no estereotipada.
En ese contexto, procede la medida cautelar, pues la autoridad responsable podría desatender la

Instancia: Plenos Regionales Duodécima Época Materia(s): Administrativa,
Común

Tesis: PR.A.C.CN. J/50 A
(12a.)

Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.

Tipo: Jurisprudencia

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 29 de 60 Fecha de impresión 19/06/2026



obligación de cuidado que respecto de cualquier persona con discapacidad debe atender durante el
tiempo en que se sustancie el juicio, lo cual podría generar que desatienda la reglamentación
nacional e internacional existente en la materia.
Además, su otorgamiento únicamente tiene un efecto restitutorio provisional que no extingue la
materia del juicio de amparo indirecto en lo principal, conforme al artículo 147 de la Ley de Amparo,
toda vez que en la eventualidad de que al dictarse la sentencia de fondo se resuelva de forma
adversa a las personas quejosas, podrá revocarse el distintivo y/o permiso provisional emitido.
 
PLENO REGIONAL EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y CIVIL DE LA REGIÓN CENTRO-NORTE,
CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO
  
  
Contradicción de criterios 160/2025. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Tercero y
Segundo, ambos en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 26 de febrero de 2026. Unanimidad
de votos de las Magistradas Mayra Sandoval Mendoza, Virginia Pétriz Herrera y Mónica Saloma
Palacios. Ponente: Virginia Pétriz Herrera. Secretario: Martín Alejandro Amaya Alcántara.
 
Tesis y/o criterios contendientes:
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al
resolver la queja 484/2025, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia
Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver la queja 518/2025.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN AMPARO DIRECTO. SE ACTUALIZA
CUANDO SE RECLAMA LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA DICTADA POR EL PLENO DE LA SALA
SUPERIOR DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE SONORA,
CUANDO SU FUNDAMENTACIÓN ES INSUFICIENTE DERIVADA DE LA DECLARACIÓN DE
INCONSTITUCIONALIDAD DEL PRECEPTO QUE REGULA EL RECURSO EN SU CONTRA EN
SEDE ADMINISTRATIVA.
  
  
Hechos: Una persona promovió amparo directo contra la resolución definitiva del Pleno de la Sala
Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sonora mediante la cual sobreseyó el
juicio de nulidad, sin agotar el recurso de revisión previsto en la ley que rige el acto reclamado. Al
analizar de oficio su procedencia, se advirtió que el recurso que podría interponerse adolece de una
debida fundamentación.
 
Criterio jurídico: Se actualiza una excepción al principio de definitividad en amparo directo por
fundamentación insuficiente, cuando se reclaman las resoluciones definitivas del Pleno de la Sala
Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sonora, al haberse declarado la
inconstitucionalidad del artículo 99, fracciones IV y V, de la Ley de Justicia Administrativa para la
entidad, que prevé la procedencia del recurso de revisión en su contra en sede administrativa.
 
Justificación: Si bien es cierto que este órgano jurisdiccional había establecido en la tesis
jurisprudencial V.4o.P.A. J/2 A (11a.), que respecto a la procedencia del recurso de revisión previsto
en el artículo 99 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sonora, se había realizado
una interpretación adicional, y que a partir de la publicación de la diversa PR.A.CN. J/48 A (11a.) del
Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de
México, había desaparecido el estado de incertidumbre existente en cuanto a la interpretación de
las normas que establecen dicho recurso; sin embargo, en resolución posterior la extinta Primera
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el amparo directo en revisión 3709/2023, al
analizar los artículos 99 y 101 de la ley aludida estableció que "el recurso de revisión contemplado
en las normas impugnadas, en particular cuando se trata de la impugnación de las sentencias de
sobreseimiento y/o las que decidan el fondo de la cuestión planteada es, en efecto, un recurso
inefectivo", por lo que se decantó por la inconstitucionalidad de las fracciones IV y V del artículo 99,
al estimar que "un recurso que es, en la práctica, ilusorio, no puede ser considerado un recurso
efectivo". También precisó que la declaratoria de inconstitucionalidad de las normas impugnadas en
el caso concreto, "además de eliminar un recurso poco efectivo, habilita a las personas a impugnar
las sentencias de sobreseimiento colegiado y las que resuelvan las cuestiones de fondo mediante el
juicio de amparo, sin necesidad de agotar la revisión".
Ello es un claro indicador de la insuficiencia del fundamento existente respecto de la procedencia de
un recurso efectivo. En ese contexto, no podría sostenerse que la sola existencia del artículo 99,
fracciones IV y V, de dicha ley sea fundamento legal suficiente para declarar la improcedencia del
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juicio de amparo por inobservancia del principio de definitividad, porque ello conduciría a hacer
nugatoria la finalidad que inspiró la excepción de trato.
En esa lógica, desde la perspectiva de la inexistencia de un recurso efectivo, conforme a lo resuelto
por la extinta Primera Sala del Alto Tribunal y a la declaratoria de inconstitucionalidad contenida en
el precedente vinculante señalado, se actualiza la excepción al principio de definitividad por
fundamento legal insuficiente, prevista en el artículo 61, fracción XVIII, último párrafo, de la Ley de
Amparo.
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL QUINTO
CIRCUITO.
  
  
Amparo directo 438/2024. 8 de octubre de 2025. Unanimidad de votos de las personas Magistradas
Óscar Javier Sánchez Martínez, Julio César Echeverría Morales y Olga Vargas Gutiérrez. Ponente:
Óscar Javier Sánchez Martínez. Secretaria: Alicia Cecilia Lizárraga Ochoa.
 
Amparo directo 353/2024. 12 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las personas
Magistradas Óscar Javier Sánchez Martínez, Julio César Echeverría Morales y Olga Vargas
Gutiérrez. Ponente: Óscar Javier Sánchez Martínez. Secretario: Nemecio Antonio Chávez Noriega.
 
Amparo directo 415/2024. 19 de noviembre de 2025. Unanimidad de votos de las personas
Magistradas Óscar Javier Sánchez Martínez, Julio César Echeverría Morales y Olga Vargas
Gutiérrez. Ponente: Olga Vargas Gutiérrez. Secretaria: Carmen Amelia Leyva García.
 
Amparo directo 113/2024. 12 de febrero de 2026. Unanimidad de votos de las personas
Magistradas Óscar Javier Sánchez Martínez, Julio César Echeverría Morales y Olga Vargas
Gutiérrez. Ponente: Julio César Echeverría Morales. Secretaria: Leslie Castro Inzunza.
 
Amparo directo 263/2024. 25 de febrero de 2026. Unanimidad de votos de las personas
Magistradas Óscar Javier Sánchez Martínez, Julio César Echeverría Morales y Olga Vargas
Gutiérrez. Ponente: Olga Vargas Gutiérrez. Secretario: Esequiel Rico Aguirre.
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia V.4o.P.A. J/2 A (11a.) y PR.A.CN. J/48 A (11a.) citadas, aparecen
publicadas con los rubros: "EXCEPCIÓN AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN AMPARO
DIRECTO. SE ACTUALIZA CONTRA LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA DICTADA POR EL PLENO
DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE
SONORA, CUANDO LA DEMANDA SE PRESENTÓ ANTES DEL 26 DE ENERO DE 2024." y
"RECURSO DE REVISIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 99, FRACCIÓN V, DE LA LEY DE
JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE SONORA. PROCEDE CONTRA LA
SENTENCIA EMITIDA POR EL PLENO DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA
ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE SONORA.", en el Semanario Judicial de la Federación de los
viernes 2 de agosto de 2024 a las 10:10 horas y 26 de enero de 2024 a las 10:27 horas y en la
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libros 40, agosto de 2024,
Tomo I, Volumen 1, página 342 y 33, Tomo V, enero de 2024, página 4899, con números de registro
digital: 2029192 y 2028091, respectivamente.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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PETRÓLEOS MEXICANOS. A PARTIR DEL 19 DE MARZO DE 2025 DEBE ASUMIR LA
RESPONSABILIDAD DE LOS JUICIOS LABORALES DONDE FIGURABAN COMO PARTE
DEMANDADA LAS ENTONCES EMPRESAS SUBSIDIARIAS DENOMINADAS PEMEX
EXPLORACIÓN Y PRODUCCIÓN, PEMEX TRANSFORMACIÓN INDUSTRIAL Y PEMEX
LOGÍSTICA.
  
  
Hechos: Personas trabajadoras demandaron de Petróleos Mexicanos y de las referidas empresas
productivas subsidiarias el reconocimiento de riesgos de trabajo, así como el pago de las
indemnizaciones correspondientes. En los puntos resolutivos de los laudos, la Junta de Conciliación
y Arbitraje condenó a las dos empresas demandadas, aun cuando en sus considerandos estableció
que sólo Pemex Exploración y Producción asumió la responsabilidad laboral como patrón al
contestar la demanda. Las personas apoderadas de las empresas demandadas promovieron
amparo directo contra dichas determinaciones.
 
Criterio jurídico: Resulta irrelevante cualquier inconsistencia o incongruencia que pueda existir entre
la parte considerativa y los puntos resolutivos del laudo, en relación con la patronal que asumió la
responsabilidad laboral derivada del conflicto de trabajo, toda vez que en virtud de la extinción por
ministerio de ley de Pemex Exploración y Producción, Pemex Transformación Industrial y Pemex
Logística, y dada la subrogación de sus obligaciones por Petróleos Mexicanos, ningún fin práctico
tendría la corrección de las inconsistencias que pudiesen existir en el sumario laboral sobre el
particular, ya que a partir del 19 de marzo de 2025 Petróleos Mexicanos, como empresa pública del
Estado, es quien debe asumir toda la responsabilidad de los juicios laborales donde figuraban las
entonces empresas subsidiarias como parte demandada.
 
Justificación: El 18 de marzo de 2025 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por
el que se expiden la Ley de la Empresa Pública del Estado, Comisión Federal de Electricidad; la Ley
de la Empresa Pública del Estado, Petróleos Mexicanos; la Ley del Sector Eléctrico; la Ley del
Sector Hidrocarburos; la Ley de Planeación y Transición Energética; la Ley de Biocombustibles; la
Ley de Geotermia y, la Ley de la Comisión Nacional de Energía; se reforman diversas disposiciones
de la Ley del Fondo Mexicano del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo y, se reforman,
adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal.
Ahora bien, de los artículos primero y tercero transitorios de la Ley de la Empresa Pública del
Estado, Petróleos Mexicanos, se colige, respectivamente, que esta ley entró en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, y que Petróleos Mexicanos se
transformó en una empresa pública del Estado, derivado de la entrada en vigor del Decreto por el
que se reforman el párrafo quinto del artículo 25, los párrafos sexto y séptimo del artículo 27 y el
párrafo cuarto del artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de áreas y empresas estratégicas, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de
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octubre de 2024; y que, por ministerio de ley, se extinguieron Pemex Exploración y Producción,
Pemex Transformación Industrial y Pemex Logística, por lo que Petróleos Mexicanos, en su carácter
de empresa matriz, se subrogó en todos los derechos y obligaciones de dichas empresas
productivas subsidiarias, a partir de la entrada en vigor de la referida ley.
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
  
  
Amparo directo 1411/2023. Petróleos Mexicanos y otras. 21 de agosto de 2025. Unanimidad de
votos de los Magistrados Juan Carlos Moreno Correa, Jorge Toss Capistrán y Adolfo Eduardo
Serrano Ruiz. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Anabel Morales Guzmán.
 
Amparo directo 1221/2023. Petróleos Mexicanos y otras. 28 de agosto de 2025. Unanimidad de
votos de los Magistrados Juan Carlos Moreno Correa, Jorge Toss Capistrán y Adolfo Eduardo
Serrano Ruiz. Ponente: Jorge Toss Capistrán. Secretario: Víctor Hugo Millán Escalera.
 
Amparo directo 1562/2023. Petróleos Mexicanos y otras. 16 de octubre de 2025. Unanimidad de
votos de los Magistrados Juan Carlos Moreno Correa, Jorge Toss Capistrán y Adolfo Eduardo
Serrano Ruiz. Ponente: Jorge Toss Capistrán. Secretario: Renato de Jesús Martínez Lemus.
 
Amparo directo 711/2024. Petróleos Mexicanos y otras. 19 de febrero de 2026. Unanimidad de
votos de los Magistrados Adolfo Eduardo Serrano Ruiz, Juan Carlos Moreno Correa y Jorge Toss
Capistrán. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Silvia Valeska Soberanes Sánchez.
 
Amparo directo 673/2024. Petróleos Mexicanos y otras. 26 de febrero de 2026. Unanimidad de
votos de los Magistrados Adolfo Eduardo Serrano Ruiz, Juan Carlos Moreno Correa y Jorge Toss
Capistrán. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Anabel Morales Guzmán.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de junio de 2026,
para los efectos previstos en el punto octavo del Acuerdo General Plenario 7/2025 (12a.).
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ACTA ADMINISTRATIVA DE INVESTIGACIÓN EN EL JUICIO LABORAL. TIENE VALOR
PROBATORIO AUNQUE NO SE RATIFIQUE ANTE LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL, CUANDO
CONSIGNE EL TESTIMONIO DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLECENTES POR ACTOS DE
CONNOTACIÓN SEXUAL REALIZADOS EN SU CONTRA.
  
  
Hechos: Una persona trabajadora demandó su reinstalación como docente en una escuela
secundaria, argumentando que el acta administrativa elaborada para indagar la conducta que se le
atribuyó no fue ratificada por quienes intervinieron en su elaboración. El tribunal laboral responsable
realizó un análisis con perspectiva de la infancia y de género, para determinar que, pese a la falta
de ratificación, el acta que se levantó tiene plena eficacia probatoria, considerando que el motivo de
la rescisión laboral fue el señalamiento sobre la realización de una conducta de connotación sexual
contra una persona menor de edad. Inconforme, la parte actora promovió amparo directo.
 
Criterio jurídico: Para otorgar valor probatorio a un acta administrativa de investigación en la que se
consigna el testimonio de niñas, niños y adolescentes víctimas de actos de connotación sexual, es
innecesaria su ratificación ante la autoridad jurisdiccional por parte de quienes intervinieron en su
elaboración, por lo que a partir de un análisis con perspectiva de la infancia y no revictimización,
debe valorarse en conjunto con otros elementos probatorios a fin de acreditar la conducta por la que
se pretende rescindir la relación laboral.
 
Justificación: Los artículos 4o. de la Constitución Federal, 19 de la Convención sobre los Derechos
del Niño, y 13, fracciones VII y VIII, y 103, fracciones V y VII, de la Ley General de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes, reconocen el derecho de éstos a ser protegidos en su integridad
personal y su dignidad humana contra toda forma de violencia o abuso físico o mental, descuido o
trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual. En ese contexto, exigir que el
acta administrativa de investigación que culminó con el cese de la persona trabajadora sea
ratificada por la niña, niño o adolescente afectado, implicaría su revictimización en el procedimiento
laboral. Ello, al tener que exponerse ante quien presuntamente cometió la agresión, las demás
partes en el juicio y sus apoderados legales, así como el personal del tribunal laboral, además de
sujetarse al interrogatorio que posiblemente le formularan respecto del hecho consignado en el acta,
lo cual constituye una amenaza contra su seguridad y provocaría una sensación de impotencia
personal e, incluso, efectos traumáticos que le impedirían lograr un sano y pleno desarrollo. En los
asuntos en los que se identifiquen conductas que puedan poner en riesgo la integridad física o
emocional de las niñas, niños y adolescentes, oficiosamente se debe aplicar un enfoque de
derechos humanos y una perspectiva de infancia para emitir pronunciamientos dirigidos a
salvaguardar su interés superior, sobre cualquier formalidad. Por tanto, el señalamiento que hace
una niña, niño o adolescente víctima de la conducta de una persona docente en las instalaciones de
un centro escolar público, es digno de credibilidad, aun cuando no se ratifique en sede
jurisdiccional, pues de acuerdo con las circunstancias especiales del caso, tal manifestación es
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suficiente para tener por acreditado el hecho atribuido, sin necesidad de que las restantes personas
que hayan intervenido en la elaboración del acta tengan que ratificarla. Además, debe examinarse
en conjunto con otros elementos de convicción (pruebas circunstanciales, indicios y presunciones)
para llegar a la verdad de los hechos.
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
  
  
Amparo directo 1271/2023. 6 de febrero de 2026. Unanimidad de votos de los Magistrados Adolfo
Eduardo Serrano Ruiz, Juan Carlos Moreno Correa y Jorge Toss Capistrán. Ponente: Adolfo
Eduardo Serrano Ruiz. Secretario: Ismael Martínez Reyes.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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ESTÍMULO PARA LAS PERSONAS TRABAJADORAS DE LAS INDUSTRIAS AZUCARERA,
ALCOHOLERA Y SIMILARES DE LA REPÚBLICA MEXICANA POR LABORAR DE FORMA
CONTINUA DURANTE LA ZAFRA. SU PAGO PROCEDE SÓLO CUANDO SE DEMUESTREN LOS
REQUISITOS QUE AL EFECTO ESTABLECE EL CONTRATO LEY RELATIVO.
  
  
Hechos: En un juicio laboral diversas personas trabajadoras demandaron el pago de la prestación
extralegal prevista en el artículo 12 del Contrato Ley de las Industrias Azucarera, Alcoholera y
Similares de la República Mexicana bienio 2014-2026, consistente en el pago de un estímulo
equivalente a 2.25 días de salario durante el ciclo de zafra. Agotado el juicio en todas sus etapas se
condenó a la parte patronal a pagar dicha prestación. Inconforme con tal determinación, promovió
amparo directo, en el que argumentó que no se surtieron los presupuestos para su configuración.
 
Criterio jurídico: Para la procedencia del pago de la prestación extralegal referida, se debe
demostrar que: a) la fuente de trabajo requirió una labor continua durante la zafra; b) la empresa y el
sindicato celebraron un convenio a fin de establecer los roles de trabajo y el goce de los séptimos
días; y c) las personas trabajadoras laboraron conforme al rol asignado.
 
Justificación: Del artículo 12 del contrato ley relativo se deduce que cuando el trabajo requiera una
labor continua durante el ciclo de zafra, el sindicato y la empresa fijarán de común acuerdo los días
en que los trabajadores deberán disfrutar del descanso semanal, elaborando el rol correspondiente,
y que las personas trabajadoras que operen bajo esta modalidad, siempre que se presenten a
laborar todos los días de la semana que se les asignen, además del descanso pactado, percibirán
un estímulo equivalente a 2.25 días de salario ordinario devengado durante la semana, en el que ya
se incluye el monto de la prima dominical.
Así, el estímulo referido no es una consecuencia consustancial por simplemente haber laborado en
el ciclo de zafra, sino que se erige como una recompensa para la parte operaria que labore bajo la
modalidad establecida por el sindicato y la fuente de trabajo, que puede traer como consecuencia
que presten sus servicios en jornadas rotatorias y que no gocen de su día de descanso en uno
específico, sino en aquel que se establezca en el rol que se les asigne.
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO.
  
  
Amparo directo 545/2024. 12 de febrero de 2026. Unanimidad de votos de los Magistrados Adolfo
Eduardo Serrano Ruiz, Juan Carlos Moreno Correa y Jorge Toss Capistrán. Ponente: Juan Carlos
Moreno Correa. Secretario: Marcelo Cabrera Hernández.
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INTERÉS SUPERIOR DE LA NIÑEZ Y PRINCIPIO PRO PERSONA. SU APLICACIÓN DEBE
ATENDER A LAS CIRCUNSTANCIAS DE CADA CASO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE RECONOCER
DERECHOS O PRETENSIONES QUE NO ENCUENTREN SUSTENTO LEGAL PREVIO (REGLAS
DE OPERACIÓN DEL FIDEICOMISO SIN ESTRUCTURA 38863-0, "PLAN MÚLTIPLE DE
BENEFICIOS PARA LOS TRABAJADORES DEL GOBIERNO DEL ESTADO", DE JALISCO).
  
  
Hechos: La esposa de un servidor público fallecido promovió amparo indirecto, por su propio
derecho y en representación de sus menores hijas en el que reclamó, entre otros actos, la
inconstitucionalidad de diversos artículos de las Reglas de Operación del fideicomiso citado, así
como la resolución que negó el otorgamiento de los beneficios contenidos en ese Plan, consistentes
en: I) muerte accidental operativa; II) pensión vitalicia; y III) ayuda para adquisición de la vivienda;
obteniendo únicamente el relativo a muerte accidental, por no considerarse al servidor público como
personal operativo de seguridad y de alto riesgo. El Juzgado de Distrito negó el amparo y protección
de la Justicia Federal solicitados.
 
Criterio jurídico: La aplicación de los principios del interés superior de la niñez y pro persona (mayor
beneficio para la persona) previstos en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, debe atender a las circunstancias de cada caso. Por tanto, por sí
mismos, en el análisis de las Reglas de Operación del Fideicomiso sin Estructura 38863-0, "Plan
Múltiple de Beneficios para los Trabajadores del Gobierno del Estado", de Jalisco, no implican
reconocer derechos o pretensiones para las personas menores de edad que no encuentran
sustento legal previo, ni suplir la deficiencia de la queja si no hay materia para ello.
 
Justificación: El Plan Múltiple de Beneficios para los Trabajadores del Gobierno del Estado se trazó
con fines complementarios para los trabajadores, y en él se incluyen los beneficios que se otorgan
en razón del servidor público y en estricta verificación de las funciones que éstos realizaran, no así
respecto de personas menores de edad que fueran posibles beneficiarias.
Si bien es verdad que a partir de la reforma publicada el 12 de octubre de 2011, se incluyó de
manera explícita en los párrafos sexto y séptimo del artículo 4o. constitucional, el principio del
interés superior del niño, niña o adolescente como marco de actuación de los distintos órganos del
Estado y niveles de gobierno, estableciendo que debe ser considerado como guía en el impulso de
políticas públicas para la infancia, también lo es que al analizar los actos reclamados se advierte
que no hay disposiciones que atenten contra personas menores de edad hijos de una persona
fallecida. El análisis de los principios del interés superior del niño, niña o adolescente y pro persona
no implica acatar la voluntad o pretensiones individuales de una persona menor de edad, ni
tampoco la posibilidad de que, con la intención de favorecer dichos principios, el juzgador de
amparo reconozca derechos no probados a favor del infante, ni beneficiarlos con interpretaciones
más favorables cuando no encuentran ningún sustento legal. En ese sentido, los beneficios
contenidos en los artículos 3, fracciones I, IV, XIII, XIV, XV, XVI y XXXI, y 7, fracciones I, II, III, IV, VI
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y VII, así como 17, inciso C, de las Reglas de Operación del "Plan Múltiple de Beneficios para los
Trabajadores del Gobierno del Estado" y la respuesta negativa de hacer extensivos otros, atañen a
las funciones que en vida realizara el servidor público de un menor de edad, en su carácter de
Director de Auditoría Interna, y en virtud de esa calidad es que de manera complementaria fue
posible acceder al beneficio de la indemnización por muerte accidental, por lo que tal situación no
tiene repercusión directa en la esfera jurídica de los infantes, habida cuenta que no se ponen en
riesgo los derechos que la ley les reconoce, en la especie, tratándose del beneficio al que por haber
acreditado ser beneficiarias del fallecido, lograron acceder.
 
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.
  
  
Amparo en revisión 383/2024. 6 de febrero de 2026. Unanimidad de votos de las personas
Magistradas Claudia Mavel Curiel López, Leonel Medina Rubio y José de Jesús Flores Herrera.
Ponente: Leonel Medina Rubio. Secretario: José Francisco Gutiérrez Sandoval.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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LEGITIMACIÓN EN AMPARO DIRECTO. CARECE DE ELLA LA AUTORIDAD INVESTIGADORA
DE LA CONTRALORÍA DE UN AYUNTAMIENTO DEL ESTADO DE PUEBLA CUANDO
CONTROVIERTE UNA DECISIÓN ADVERSA A LA INVESTIGACIÓN QUE ENCAUSÓ EN UN
PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA.
  
  
Hechos: La autoridad investigadora de una contraloría municipal promovió amparo directo contra la
sentencia de la Sala Especializada en Materia de Responsabilidades Administrativas del Tribunal de
Justicia Administrativa del Poder Judicial del Estado de Puebla, que confirmó la inexistencia de una
falta administrativa grave atribuida a una persona servidora pública. El Magistrado presidente del
Tribunal Colegiado de Circuito desechó de plano la demanda por falta de legitimación. Contra esa
decisión interpuso recurso de reclamación. Argumentó que su calidad es de parte acusadora y no
de autoridad demandada, lo que le otorga legitimación.
 
Criterio jurídico: La autoridad investigadora en un procedimiento de responsabilidad administrativa
de la Contraloría de un Ayuntamiento del Estado de Puebla carece de legitimación para promover
amparo directo contra una decisión adversa a la investigación que encausó en un procedimiento de
responsabilidad administrativa.
 
Justificación: De los artículos 103, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 7o. de la Ley de Amparo deriva que el juicio de amparo es un mecanismo de control
constitucional diseñado para la protección de derechos humanos de las personas, y sólo de manera
excepcional permite su acceso a las personas morales oficiales cuando el acto reclamado afecte
sus intereses patrimoniales en una relación jurídica de igualdad con los particulares. En el ámbito de
la Ley General de Responsabilidades Administrativas, la autoridad investigadora ejerce atribuciones
de interés público para investigar, verificar y calificar conductas presuntivamente constitutivas de
faltas o infracciones administrativas que vulneran la integridad de la función pública, las cuales son
eminentemente soberanas y de imperio.
Si bien la ley general señalada le confiere el carácter de "parte" aun en la etapa siguiente a la
indagatoria, como es el procedimiento de responsabilidad administrativa, y le otorga herramientas
procesales para el impulso de la acusación, la naturaleza y la intervención de la autoridad
investigadora dependerá del momento procesal en que se encuentre el expediente, pues si bien es
quien realiza la indagatoria de los hechos posiblemente constitutivos de faltas administrativas y de
presentar el informe de presunta responsabilidad administrativa, ello no le arroja derechos ni
intereses particulares que puedan verse lesionados durante el procedimiento. Además, el ejercicio
de la acción de responsabilidad y la pretensión de que prevalezca una calificación de falta
administrativa grave no constituyen la defensa de un derecho humano ni de un patrimonio propio,
sino la tutela de la legalidad institucional y la eficacia de la potestad sancionadora del Estado. En
consecuencia, al no actualizarse los requisitos del citado artículo 7o., el juicio de amparo para
impugnar resoluciones que analizan sus propios actos de investigación es improcedente por falta de
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legitimación para promoverlo.
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.
  
  
Recurso de reclamación 34/2025. Titular de la Autoridad Investigadora de la Contraloría Municipal
del Ayuntamiento de San Andrés Cholula, Puebla. 7 de enero de 2026. Unanimidad de votos de los
Magistrados Israel Flores Rodríguez y Luis Ramón Marín Barrera, y de María del Rosario
Hernández García, secretaria en funciones de Magistrada. Ponente: María del Rosario Hernández
García. Secretario: Omar Gómez Silva.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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MARCAS. CON LA PUBLICACIÓN DE LA SOLICITUD DE SU REGISTRO EN LA GACETA DE LA
PROPIEDAD INDUSTRIAL NO SE VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA DE TERCEROS NI EL
DEBIDO PROCESO (LEGISLACIÓN VIGENTE ANTES DEL 1 DE JULIO DE 2020).
  
  
Hechos: Una persona moral promovió amparo indirecto contra el Instituto Mexicano de la Propiedad
Industrial por la falta de llamamiento al procedimiento de registro de una marca, al estimar que era
un tercero afectado por el uso previo del signo distintivo. Argumentó que la publicación de la
solicitud de registro en la Gaceta de la Propiedad Industrial es insuficiente para garantizar su
derecho de audiencia.
 
Criterio jurídico: Con la publicación de la solicitud de registro de marcas en la Gaceta de la
Propiedad Industrial no se viola el derecho de audiencia de terceros indeterminados ni el debido
proceso.
 
Justificación: El procedimiento de registro de marcas regulado en la Ley de la Propiedad Industrial
vigente con anterioridad al 1 de julio de 2020 es de naturaleza estrictamente administrativa y no
contenciosa. Con los artículos 113 a 127 de dicho ordenamiento se estructura el procedimiento
como un trámite administrativo iniciado a instancia de parte interesada, en el que la autoridad
verifica el cumplimiento de los requisitos legales y ordena la publicación de la solicitud en la Gaceta
de la Propiedad Industrial como medio de publicidad general. Dicho sistema responde a un modelo
en el que la carga de vigilancia recae en los propios interesados, permitiéndoles formular oposición
dentro del plazo legalmente previsto, sin que la ley prevea la obligación de identificar o notificar de
manera personal a terceros potencialmente afectados.
La ausencia de notificación individualizada no coloca a los interesados en estado de indefensión, ya
que la propia ley prevé mecanismos posteriores de control de carácter contencioso, en particular el
procedimiento de nulidad del registro regulado en los artículos 187 a 199 del mismo ordenamiento,
así como la posibilidad de impugnar las resoluciones del instituto ante el Tribunal Federal de Justicia
Administrativa. En ese contexto, la publicación en la Gaceta satisface el derecho de audiencia en
los términos diseñados por el legislador y preserva el equilibrio entre la eficacia del procedimiento
administrativo registral y la posibilidad de una defensa plena posterior, sin vulnerar el debido
proceso.
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO.
  
  
Amparo en revisión 217/2024. 8 de enero de 2026. Unanimidad de votos de las personas
Magistradas Adriana Vázquez Godínez, Jenny Ruiz Ornelas y Bryan Mauricio Alafita Sáenz.
Ponente: Jenny Ruiz Ornelas. Secretario: Nilton Germán Morales Mateos.
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ORDEN DE EMBARGO DE CUENTAS BANCARIAS Y SU MATERIALIZACIÓN EN LA ETAPA DE
EJECUCIÓN DE SENTENCIA. QUE SEAN ACTOS DE IMPOSIBLE REPARACIÓN PARA
EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO, NO CONSTITUYE UNA
EXCEPCIÓN PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DENTRO DEL PLAZO LEGAL
CORRESPONDIENTE.
  
  
Hechos: En la etapa de ejecución de un convenio de reconocimiento de adeudo por rentas vencidas
celebrado para dar por concluido un juicio, elevado a la categoría de cosa juzgada, el juzgador
emitió orden de embargo que se ejecutó en las cuentas bancarias de la parte demandada. Contra
esos actos, ésta promovió amparo indirecto que el Juzgado de Distrito desechó por extemporáneo,
al considerar que la demanda no se había presentado en el plazo de 15 días establecido en el
artículo 17 de la Ley de Amparo.
 
Criterio jurídico: Que la orden de embargo y su materialización en la etapa de ejecución de
sentencia sean actos de imposible reparación para efectos de la procedencia del amparo indirecto,
no constituye una excepción para la presentación de la demanda dentro del plazo legal
correspondiente.
 
Justificación: Con relación a la orden de embargo y su materialización efectuados en ejecución de
sentencia (fase equivalente a la de ejecución forzosa de convenio de transacción elevado a
categoría de cosa juzgada), en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 70/2024 (11a.), la extinta Primera
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que constituyen actos impugnables en
amparo indirecto, porque el perjuicio que pueden generar no son de carácter procesal, ni son
susceptibles de reparación, aun con la obtención de una sentencia favorable que cancele el
embargo, ya que no puede restituirse a la persona quejosa del tiempo en el que no pudo disponer
del bien embargado. También sostuvo que incluso con esa medida podrían afectarse los derechos
al trabajo, a la vivienda o a la familia, si los bienes afectados están destinados para tal fin.
Ahora, aunque contra este tipo de actos –de imposible reparación– proceda el amparo indirecto, no
deben soslayarse las demás reglas de procedencia, como la oportunidad en la presentación de la
demanda en el plazo legal a que alude el mencionado artículo 17, pues lo irreparable del acto
reclamado y el principio de temporalidad en la oportunidad legal en la promoción de la demanda
constituyen presupuestos distintos y autónomos que deben observarse para determinar su
procedencia, por lo que la persona interesada debe ajustarse a los términos y plazos legales.
Lo anterior se justifica porque la ejecución irreparable tiene su origen en la naturaleza del acto de
autoridad que se impugna y en su especial trascendencia a la esfera jurídica del quejoso por la
afectación que implica a un derecho sustantivo, la cual no es susceptible de repararse con el
dictado de un fallo favorable a sus intereses.
De ahí que si conforme al citado artículo 17, ni los actos de imposible reparación, ni la orden de
embargo y su materialización se contemplan como casos de excepción para la presentación de la
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demanda de amparo en el plazo de 15 días, es inconcuso que este tipo de actos deben sujetarse al
principio de temporalidad legal en la promoción del amparo indirecto.
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA DEL NOVENO
CIRCUITO.
  
  
Queja 164/2025. 9 de octubre de 2025. Unanimidad de votos de las personas Magistradas Nydia del
Carmen Calderón Huerta, Alejandro Flores Eraña y Brenda Janette Torres Reyna. Ponente: Brenda
Janette Torres Reyna. Secretario: Alejandro Lemus Pérez.
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 70/2024 (11a.) citada, aparece publicada con el rubro:
"ORDEN DE EMBARGO EMITIDA EN LA ETAPA DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA. PROCEDE
EN SU CONTRA EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", en el Semanario Judicial de la Federación
del viernes 7 de junio de 2024 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Undécima Época, Libro 38, Tomo II, junio de 2024, página 1833, con número de
registro digital: 2028917.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO NO
SE LIMITA AL RESARCIMIENTO ECONÓMICO, SINO QUE INCLUYE LA REHABILITACIÓN
PARA FACILITAR A LA VÍCTIMA HACER FRENTE A LOS EFECTOS DEL DAÑO SUFRIDO (LEY
GENERAL DE VÍCTIMAS).
  
  
Hechos: Una adolescente de 16 años de edad, junto con su madre y su abuela, reclamaron la
responsabilidad patrimonial del Estado con motivo de la extirpación de su ovario y de su trompa de
falopio izquierdos, a consecuencia de una deficiente atención médica. Ante la falta de respuesta de
la Dirección General del Instituto Mexicano del Seguro Social promovieron juicio de nulidad. El
Tribunal Federal de Justicia Administrativa condenó a la autoridad demandada al pago de la
reparación del daño y al cumplimiento de las obligaciones correlativas. Contra esa decisión
promovieron amparo directo, al estimar que la condena tanto cuantitativa como cualitativamente no
era adecuada a la gravedad del caso.
 
Criterio jurídico: La reparación integral del daño como consecuencia de la responsabilidad
patrimonial del Estado no se limita al resarcimiento económico que reciban las personas afectadas
por la violación a sus derechos humanos, sino que incluye también la rehabilitación, como
mecanismo que les facilite su recuperación frente a los efectos sufridos.
 
Justificación: De los artículos 63, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, 7, fracción II, 26 y 27, fracción II, de la Ley General de Víctimas deriva que la
rehabilitación constituye una de las medidas que integran la reparación integral del daño. La primera
vez que se planteó de esa manera por la Corte Interamericana de Derechos Humanos fue en los
Casos Barrios Altos, Cantoral Benavides y Durand y Ugarte Vs. Perú. Posteriormente, se incluyó en
el catálogo de medidas de satisfacción y, finalmente, alcanzó su autonomía como componente de la
reparación integral. En ese contexto, cuando se acredite la responsabilidad patrimonial del Estado,
las personas juzgadoras deben considerar que la reparación integral a las víctimas por el daño o
menoscabo que hayan sufrido en sus derechos como consecuencia de violaciones a derechos
humanos y por los daños que les causaron, debe incluir la rehabilitación para que la reparación
pueda considerase oportuna, plena, diferenciada, transformadora, integral y efectiva. Con ello se
busca facilitarles su recuperación y poder hacer frente a los efectos sufridos por la violación a sus
derechos.
 
VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
  
  
Amparo directo 27/2025. 11 de diciembre de 2025. Unanimidad de votos de las personas
Magistradas Fernando Silva García, Mayra González Solís y Daniela Tejeda Hernández. Ponente:
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Mayra González Solís. Secretaria: Claudia Escobedo Montalvo.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LAS AUTORIDADES INVOLUCRADAS EN
DETERMINAR EL MONTO INDEMNIZATORIO POR ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR
DEBEN ANALIZAR CÓMO LA PERSPECTIVA DE GÉNERO PUEDE CAMBIAR LA MANERA DE
PERCIBIR Y VALORAR LAS CIRCUNSTANCIAS DEL CASO.
  
  
Hechos: Una adolescente de 16 años de edad, junto con su madre y su abuela, reclamaron la
responsabilidad patrimonial del Estado con motivo de la extirpación de su ovario y de su trompa de
falopio izquierdos, a consecuencia de una deficiente atención médica. Ante la falta de respuesta de
la Dirección General del Instituto Mexicano del Seguro Social promovieron juicio de nulidad. El
Tribunal Federal de Justicia Administrativa condenó a la autoridad demandada al pago de la
reparación del daño y al cumplimiento de las obligaciones correlativas. Contra esa decisión
promovieron amparo directo, al estimar que la condena tanto cuantitativa como cualitativamente no
era adecuada a la gravedad del caso.
 
Criterio jurídico: Las autoridades involucradas en la determinación del monto indemnizatorio por
responsabilidad patrimonial del Estado deben considerar cómo las condiciones y circunstancias por
cuestiones de género afectan la apreciación de los hechos y las pruebas de la controversia, y cómo
las funciones de uno y otro género pueden cambiar la manera de percibir y valorar los hechos y
circunstancias del caso.
 
Justificación: Para fijar correctamente el monto indemnizatorio por responsabilidad patrimonial del
Estado es indispensable que las personas juzgadoras utilicen un método que les permita analizar la
realidad y fenómenos diversos con una visión incluyente de las necesidades de cada género, y así
detectar y eliminar las barreras y obstáculos que puedan discriminar a las personas con base en
esa categoría. Todas las actuaciones administrativas y jurisdiccionales desplegadas por las
autoridades en todos los ámbitos de la vida pública del país que incluyan una metodología basada
en transversalizar perspectivas, son garantes de que dichos análisis se conviertan en una
herramienta efectiva para la exigibilidad de derechos. Inadvertir los aspectos destacados puede
condicionar el acceso a la justicia, en tanto se invisibiliza la situación particular de quienes participan
en la controversia, especialmente mujeres, niñas y adolescentes.
 
VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
  
  
Amparo directo 27/2025. 11 de diciembre de 2025. Unanimidad de votos de las personas
Magistradas Fernando Silva García, Mayra González Solís y Daniela Tejeda Hernández. Ponente:
Mayra González Solís. Secretaria: Claudia Escobedo Montalvo.
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Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LIMITAR EL TRATAMIENTO TERAPÉUTICO
REQUERIDO POR LA VÍCTIMA A UN PLAZO PREDETERMINADO, COMO MEDIDA DE
REHABILITACIÓN PARA LA REPARACIÓN INTEGRAL DEL DAÑO, VIOLA LOS PRINCIPIOS DE
PROPORCIONALIDAD, NO REVICTIMIZACIÓN Y DEBIDA DILIGENCIA REFORZADA.
  
  
Hechos: Una adolescente de 16 años de edad, junto con su madre y su abuela, reclamaron la
responsabilidad patrimonial del Estado con motivo de la extirpación de su ovario y de su trompa de
falopio izquierdos, a consecuencia de una deficiente atención médica. Ante la falta de respuesta de
la Dirección General del Instituto Mexicano del Seguro Social promovieron juicio de nulidad. El
Tribunal Federal de Justicia Administrativa condenó a la autoridad demandada al pago de la
reparación del daño y al cumplimiento de las obligaciones correlativas. Contra esa decisión
promovieron amparo directo, al estimar que la condena tanto cuantitativa como cualitativamente no
era adecuada a la gravedad del caso.
 
Criterio jurídico: Limitar el tratamiento terapéutico requerido por las víctimas de la actividad
administrativa irregular del Estado a un plazo predeterminado sin considerar una perspectiva
multidisciplinaria, viola los principios de proporcionalidad, no revictimización y debida diligencia
reforzada reconocidos en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos y en la Ley General de
Víctimas.
 
Justificación: Conforme a los estándares internacionales de Naciones Unidas y de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, la reparación integral del daño debe ser adecuada, efectiva,
rápida y proporcional a la gravedad de las violaciones y al daño sufrido. La rehabilitación comprende
los servicios médicos, psicológicos y psiquiátricos necesarios para restablecer el proyecto de vida
de las personas. Por tanto, el tiempo requerido para la atención terapéutica psicosocial forma parte
del derecho a la reparación integral del daño. Para cumplir con tales estándares, el tiempo de
recuperación debe ser fijado conforme a criterios técnicos, evaluaciones periódicas y evidencia
científica, garantizando que la víctima reciba la intervención necesaria hasta que se logre una
recuperación razonable y sostenible de su salud psicosocial y proyecto de vida, tomando la decisión
conjuntamente con quien está a cargo de la terapia, la propia víctima, y para garantizar el cierre
aceptable, que esto sea corroborado por un comité que avale la decisión. Para ello es importante
tener en consideración, bajo una perspectiva multidisciplinaria, que tanto la Clasificación
Internacional de Enfermedades, 11a. edición (CIE-11) de la Organización Mundial de la Salud y el
Manual Diagnóstico y Estadístico de los Trastornos Mentales (DSM-5) de la Asociación
Estadounidense de Psiquiatría (APA, por sus siglas en inglés), constituyen los sistemas de
clasificación diagnóstica oficiales y universalmente aceptados, pero no determinan protocolos
únicos, ni tiempos específicos de tratamiento para la rehabilitación, ya que además de ser
descriptivos y no prescriptivos, lo cierto es que la evolución clínica varía ampliamente entre
personas. Según distintos organismos internacionales, reconocidos por emitir guías clínicas
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basadas en evidencia, como el NICE (National Institute for Health and Care Excellence) en Reino
Unido, el tratamiento psicoterapéutico depende de múltiples factores, entre ellos: gravedad y
cronicidad de la exposición traumática, nivel de apoyo social, antecedentes de salud mental,
condiciones familiares, comorbilidades, revictimización o estrés continuo, alianza terapéutica y
modelo psicoterapéutico utilizado, entre otros. Al respecto, existe consenso clínico en que no es
posible señalar tiempos fijos de tratamiento psicológico, pues es variable dependiendo de cada caso
concreto, según su individualización, pues puede llevar semanas, meses o años, de acuerdo a
distintos factores involucrados. Ello implica que debe reconocerse como requisito efectivo para
garantizar la reparación integral efectiva, que haya el reconocimiento de flexibilidad, tanto en el
tiempo como en las condiciones de la terapia implementada para alcanzar los objetivos propuestos.
El punto 8 de la Norma Oficial Mexicana NOM-025-SSA2-2014, Para la prestación de servicios de
salud en unidades de atención integral hospitalaria médico-psiquiátrica, denominado "Actividades
de rehabilitación psicosocial", publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de septiembre de
2015, establece que: "Las actividades de rehabilitación psicosocial se desarrollarán en términos de
las necesidades particulares de cada persona usuaria, con la participación interdisciplinaria del
personal de la salud, de la familia –no sólo de las mujeres–, de la comunidad en general y, en su
caso, del Comité Ciudadano de Apoyo. En la esfera cognoscitiva, conductual, afectiva y psicomotriz,
de acuerdo a las características, funciones, nivel de atención y posibilidades de las unidades que
correspondan ...". En tales condiciones, la flexibilidad de la medida de rehabilitación decretada para
la atención psicosocial derivada del hecho victimizante no sólo es clínicamente necesaria y, por
ende, judicialmente trascendente para garantizar el derecho a la salud de las víctimas, sino que es
jurídicamente relevante para satisfacer el derecho a la reparación integral del daño, derivado de la
responsabilidad patrimonial del Estado.
 
VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
  
  
Amparo directo 27/2025. 11 de diciembre de 2025. Unanimidad de votos de las personas
Magistradas Fernando Silva García, Mayra González Solís y Daniela Tejeda Hernández. Ponente:
Mayra González Solís. Secretaria: Claudia Escobedo Montalvo.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. OBLIGAR A UNA ADOLESCENTE VÍCTIMA
DE MALA PRÁXIS MÉDICA A RECIBIR ATENCIÓN MÉDICA POSTERIOR PARA EJERCER SUS
DERECHOS REPRODUCTIVOS EN LA MISMA INSTITUCIÓN DE SALUD QUE ACTUÓ EN
FORMA IRREGULAR, CONSTITUYE UNA ACTIVIDAD REVICTIMIZANTE.
  
  
Hechos: Una adolescente de 16 años de edad, junto con su madre y abuela reclamaron la
responsabilidad patrimonial del Estado con motivo de la extirpación de su ovario y de su trompa de
falopio izquierdos, a consecuencia de una deficiente atención médica. Ante la falta de respuesta de
la Dirección General del Instituto Mexicano del Seguro Social promovieron juicio de nulidad. El
Tribunal Federal de Justicia Administrativa condenó a la autoridad demandada al pago de la
reparación del daño y al cumplimiento de las obligaciones correlativas, entre ellas, que en caso de
presentar dificultades futuras para lograr un embarazo, en su oportunidad, fuera atendida en la
institución de salud referida para ejercer sus derechos reproductivos, en caso de que así lo
decidiera. Contra esa decisión promovieron amparo directo, al estimar que la condena tanto
cuantitativa como cualitativamente no era adecuada a la gravedad del caso.
 
Criterio jurídico: Constituye una revictimización para una adolescente víctima de una mala praxis
médica, que le ocasionó una afectación irreversible a su salud con un impacto hacia el resto de su
vida, obligarla a recibir atención de su salud reproductiva en la misma institución en la que
experimentó la actuación irregular del Estado, lo cual es inaceptable dentro de la lógica del derecho
a la reparación integral del daño.
 
Justificación: Conforme al artículo 1o. de la Constitución Federal, todas las autoridades del país
están obligadas a promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos dentro de su
ámbito competencial a partir de los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y
progresividad, así como a prevenir, investigar, sancionar y reparar su transgresión en los términos
de ley. Ese deber aumenta en alcance e importancia respecto de algunos grupos de personas que
viven en situación de vulnerabilidad por haber sido colocadas en una posición estructuralmente
desventajosa por reacciones sociales a sus factores de identidad (origen étnico, nacional o social,
salud, género, edad, discapacidad, religión, opiniones, preferencias sexuales o estado civil).
Además, impone la necesidad de salvaguardar con mayor intensidad los derechos humanos de
esas personas. Uno de esos grupos de personas que viven en situación de vulnerabilidad y que
necesita una protección reforzada es el integrado por niñas, niños y adolescentes, porque su
condición de inmadurez e inexperiencia connatural a su menor desarrollo físico y emocional les
coloca en una desventaja adicional, en principio, no padecida por la población mayor de edad, que
puede ser agravada por la interseccionalidad de otros factores de identidad. El artículo 4o.
constitucional establece que todas las autoridades del país, sin restricción, deben: 1) considerar en
cada una de sus decisiones y actuaciones el principio del interés superior de la niñez; 2)
salvaguardar plenamente el ejercicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes; 3) satisfacer
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sus necesidades para que logren su desarrollo integral; y 4) otorgar facilidades para que las y los
particulares coadyuven en dicha procuración. En términos de los artículos 3, numeral 1 y 19 de la
Convención sobre los Derechos del Niño y 19 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, la familia y la sociedad deben considerar su interés superior en lo que pueda afectar los
derechos de niñas, niños y adolescentes como refuerzo a la actuación de las autoridades, pero son
las que deben adoptar las medidas para protegerles contra cualquier perjuicio y proporcionar
asistencia a quienes les cuidan. Así, dentro de la lógica que imponen el interés superior de la niñez
y el derecho a la reparación integral del daño derivado de la responsabilidad patrimonial del Estado,
cuando se trata de personas infantes o adolescentes, obligarles a ser atendidas para el tratamiento
médico de su salud en la misma institución de salud pública que actuó de forma irregular y que por
ello generó afectaciones y daños a su integridad física de forma irreparable, constituye una actividad
revictimizante, particularmente cuanto tales daños tendrán efectos para el resto de su vida.
 
VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
  
  
Amparo directo 27/2025. 11 de diciembre de 2025. Unanimidad de votos de las personas
Magistradas Fernando Silva García, Mayra González Solís y Daniela Tejeda Hernández. Ponente:
Mayra González Solís. Secretaria: Claudia Escobedo Montalvo.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. PARA DETERMINAR LA REPARACIÓN
INTEGRAL DEL DAÑO SE DEBE CONSIDERAR TANTO EL HECHO VICTIMIZANTE COMO SUS
EFECTOS, PARA QUE SU FIJACIÓN PERMITA A LAS VÍCTIMAS DIRECTAS E INDIRECTAS
REHACER SU PROYECTO DE VIDA.
  
  
Hechos: Una adolescente de 16 años de edad, junto con su madre y su abuela, reclamaron la
responsabilidad patrimonial del Estado con motivo de la extirpación de su ovario y de su trompa de
falopio izquierdos, a consecuencia de una deficiente atención médica. Ante la falta de respuesta de
la Dirección General del Instituto Mexicano del Seguro Social promovieron juicio de nulidad. El
Tribunal Federal de Justicia Administrativa condenó a la autoridad demandada al pago de la
reparación del daño y al cumplimiento de las obligaciones correlativas. Contra esa decisión
promovieron amparo directo, al estimar que la condena tanto cuantitativa como cualitativamente no
era adecuada a la gravedad del caso.
 
Criterio jurídico: Para determinar la responsabilidad patrimonial del Estado las autoridades judiciales
deben establecer la forma en que ha de garantizarse la reparación integral del daño tanto a las
víctimas directas como indirectas, considerando la afectación presente y sus efectos, con el fin de
que la que se fije les permita rehacer sus proyectos de vida.
 
Justificación: En la tesis aislada 1a. CCCXLIII/2015 (10a.), de rubro: "DERECHO A LA SALUD.
ALGUNAS FORMAS EN QUE LAS AUTORIDADES DEBEN REPARAR SU VIOLACIÓN.", la extinta
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que cuando en un caso
concreto esté directamente vinculado el derecho a la salud y exista una determinación de su
vulneración, el juzgador, dentro de sus respectivas competencias y atendiendo al caso concreto,
debe ordenar las reparaciones pertinentes. En ese contexto, para decretar la reparación del daño
derivada de una negligencia médica, deben analizarse los hechos de manera integral para poder
determinar cuáles fueron los daños que dicha vulneración ocasionó y los efectos que tendrá en las
víctimas, para poder fijar una reparación verdaderamente satisfactoria que les permita rehacer, o
bien, enfrentar de mejor manera su proyecto de vida. Ello, porque si bien podría pensarse que el
hecho victimizante es el suceso primigenio, consistente en el inadecuado tratamiento médico, lo
cierto es que ese primer acto puede ocasionar otros más que están interconectados y que
profundizan la violación al derecho humano a la salud de la víctima directa y de sus familiares. Por
lo tanto, cuando existe una violación al derecho humano a la salud, derivado de una mala atención
médica, los daños ocasionados se pueden complejizar y agravar con el tiempo si esa negligencia no
es atendida, detenida, corregida ni reparada oportunamente. Interpretar de manera aislada al hecho
victimizante desnaturalizaría el derecho a la reparación integral del daño que debe cubrirse hasta el
cese de esa afectación.
 
VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
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Amparo directo 27/2025. 11 de diciembre de 2025. Unanimidad de votos de las personas
Magistradas Fernando Silva García, Mayra González Solís y Daniela Tejeda Hernández. Ponente:
Mayra González Solís. Secretaria: Claudia Escobedo Montalvo.
 
Nota: La tesis aislada 1a. CCCXLIII/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial
de la Federación del viernes 13 de noviembre de 2015 a las 10:06 horas y en la Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo I, noviembre de 2015, página
969, con número de registro digital: 2010420.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL CON EFECTOS RESTITUTORIOS. PUEDE CONCEDERSE ANTE
OMISIONES Y DILACIONES EN LA FASE DE EJECUCIÓN DEL LAUDO, AUN CUANDO NO SEA
EN LOS TÉRMINOS SOLICITADOS, SINO EN LOS IDÓNEOS A PARTIR DE LOS DATOS
DISPONIBLES.
  
  
Hechos: En cumplimiento a una sentencia de amparo directo se dictó un laudo en el cual se
condenó a la reinstalación de la persona trabajadora, así como al pago de diversas prestaciones.
Ante la inactividad procesal de la Junta Especial la persona quejosa promovió amparo indirecto y
solicitó la suspensión provisional con efectos restitutorios por omisión y dilación en el cumplimiento
del laudo firme, para que la autoridad responsable despachara auto de ejecución y señalara día y
hora para llevar a cabo las diligencias de reinstalación, requerimiento de pago y embargo.
El Juzgado de Distrito negó la medida cautelar, pues consideró que se trataba de actos de carácter
omisivo, y de concederse la suspensión, sería tanto como darle efectos propios de la sentencia de
fondo, esto es, constituir un derecho con lo que dejaría sin materia el juicio de amparo. La persona
quejosa interpuso recurso de queja.
 
Criterio jurídico: Tratándose de actos de naturaleza omisiva y dilatoria en el cumplimiento de un
laudo firme es posible conceder la suspensión provisional con efectos restitutorios, aun cuando no
sea en los precisos términos solicitados por la persona quejosa, si no se tienen elementos mínimos
preliminares, por lo que será el juzgador constitucional quien fijará sus efectos con los datos
disponibles.
 
Justificación: Conforme a las tesis de jurisprudencia 2a./J. 22/2023 (11a.) de la extinta Segunda
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y P./J. 4/2019 (10a.), del Pleno del Alto Tribunal,
de rubros: “SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO CON EFECTOS RESTITUTORIOS.
PARÁMETROS QUE DEBE TOMAR EN CUENTA EL JUZGADOR AL ANALIZAR LA POSIBILIDAD
DE CONCEDERLA ANTE LA EVENTUALIDAD DE QUE, CON ELLO, SE DEJE SIN MATERIA EL
JUICIO DE AMPARO EN LO PRINCIPAL.” y “SUSPENSIÓN. EL JUZGADOR PUEDE
CONCEDERLA PARA EFECTOS Y CONSECUENCIAS DISTINTAS DE LAS PROPUESTAS POR
EL QUEJOSO, PERO NO POR ACTOS NO RECLAMADOS EN LA DEMANDA.”, es factible que,
por un lado, la suspensión tenga efectos restitutorios y, por otro, se conceda en términos diferentes
a los solicitados.
A partir de esa línea jurisprudencial, en materia laboral, cuando se trate de omisiones y dilaciones
en la fase ejecutiva, si bien puede concederse la suspensión, no será para los precisos términos
pretendidos por la persona promovente, por ejemplo, para que la autoridad responsable despache
auto de ejecución y señale día y hora para llevar a cabo las diligencias de reinstalación,
requerimiento de pago y embargo, sobre todo si no se tiene la información indispensable para ello,
como sería indicar los alcances de la totalidad de los puntos resolutivos del laudo firme. En tales
casos, corresponderá al juzgador constitucional fijar el alcance y las condiciones en que se
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conceda, a fin de que cesen la omisión y dilación alegadas.
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO.
  
  
Queja 48/2026. 3 de marzo de 2026. Unanimidad de votos del Magistrado Mauricio Barajas Villa, y
de Jazmín Gabriela Malváez Pardo y María Gabriela Torres Arreola, secretarias en funciones de
Magistradas. Ponente: Mauricio Barajas Villa. Secretario: Víctor Hugo Uribe Millán.
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 22/2023 (11a.) y P./J. 4/2019 (10a.) citadas, aparecen
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación de los viernes 16 de junio de 2023 a las 10:22
horas y 1 de febrero de 2019 a las 10:03 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Undécima Época, Libro 26, Tomo V, junio de 2023, página 4497 y Décima Época, Libro
63, Tomo I, febrero de 2019, página 14, con números de registro digital: 2026730 y 2019200,
respectivamente.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA
INTERRUPCIÓN DEL PAGO DE LA PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, ASÍ
COMO DE LOS DERECHOS DE SEGURIDAD SOCIAL DE LA PERSONA QUEJOSA, DERIVADA
DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO
SOCIAL (IMSS) AL PATRÓN.
  
  
Hechos: El Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) otorgó a una persona pensión por cesantía
en edad avanzada. Posteriormente y derivado de sus facultades de comprobación le suspendió su
pago, así como su derecho a la seguridad social. Argumentó que el patrón no comprobó la relación
obrero patronal. Contra esa decisión la persona pensionada promovió amparo indirecto y solicitó la
suspensión provisional, la cual fue concedida por el Juzgado de Distrito. En desacuerdo, la
autoridad responsable interpuso recurso de queja. Estimó que no se fundó ni motivó la procedencia
de la medida cautelar, lo que contraviene disposiciones de orden público y sigue perjuicio al interés
social.
 
Criterio jurídico: Procede la suspensión provisional contra la interrupción del pago de la pensión por
cesantía en edad avanzada, así como de los derechos de seguridad social, derivada de las
facultades de comprobación del IMSS al patrón, para el efecto de que la autoridad siga pagando a
la persona quejosa de manera provisional el importe que venía percibiendo y que no le sean
retirados los servicios médicos que le presta.
 
Justificación: Conforme al artículo 128 de la Ley de Amparo y demás relativos a la suspensión, el
otorgamiento de la medida cautelar provisional no causa un daño significativo a la colectividad ni
priva a la sociedad de beneficios que ordinariamente le corresponden, porque la naturaleza de los
actos reclamados y los efectos para los que se solicita no es contraria a los valores y principios que
inspiran el orden público y el interés social. Ello, pues lo único que se protege es el derecho
patrimonial de la persona pensionada, sin que con ello se obstaculice el funcionamiento del IMSS ni
el cumplimiento de las obligaciones en los afiliados, porque la pensión fue previamente concedida y
no es gratuita, sino gestada en su vida laboral a través de las aportaciones retenidas y efectuadas al
propio Instituto. Además, garantiza su subsistencia y la de sus beneficiarios, así como los derechos
a los servicios médicos que se le prestan. Ello no implica constituir algún derecho, sino únicamente
preservar la materia del juicio.
 
VIGÉSIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.
  
  
Queja 50/2026. Presidenta Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos. 3 de febrero de 2026.
Unanimidad de votos de las personas Magistradas Mayra González Solís, Daniela Tejeda

Instancia: Tribunales
Colegiados de Circuito

Duodécima Época Materia(s): Administrativa,
Común

Tesis: I.20o.A.51 A (12a.) Fuente: Semanario Judicial de la
Federación.
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Hernández y Fernando Silva García. Ponente: Daniela Tejeda Hernández. Secretario: Abraham
Pedraza Rodríguez.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 19 de junio de 2026 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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